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PRESIDENTES PERIODO

José María Obando 23 de noviembre de 1831 - 10 de marzo de 1832

Francisco de Paula Santander 10 de marzo de 1832 - 1 de abril de 1837

José Ignacio de Márquez 1 de abril de 1837 - 1 de abril de 1841

Pedro Alcántara Herrán 1 de abril de 1841 - 1 de abril de 1845

Domingo Caycedo 1 de abril de 1841 - 2 de mayo de 1841

Juan de Dios Aránzazu 5 de julio de 1841 - 19 de mayo de 1842

Tomás Cipriano de Mosquera 1 de abril de 1845 - 1 de abril de 1849

José Hilario López 1 de abril de 1849 - 1 de abril de 1853

José María Obando 1 de abril de 1853 - 17 de abril de 1854

José María Melo 17 de abril de 1854 - 4 de diciembre de 1854

Tomás Herrera 21 de abril de 1854 - 5 de agosto de 1854

José de Obaldía 5 de agosto de 1854 - 1 de abril de 1855

Manuel María Mallarino 1 de abril de 1855 - 1 de abril de 1857

Mariano Ospina Rodríguez 1 de abril de 1857 - 22 de mayo de 1858

DEL ESTADO DE LA NUEVA GRANADA

El Estado de la Nueva Granada se compone de todos los granadinos reunidos bajo 
un mismo pacto de asociación política para su común utilidad.

Los límites de este Estado son los mismos que en mil ochocientos diez dividían el 
territorio de la Nueva Granada de las capitanías generales de Venezuela y Guatemala, 
y de las posesiones portuguesas del Brasil: por la parte meridional sus límites serán 
definitivamente señalados al sur de la provincia de Pasto.

La nación granadina es para siempre esencial e irrevocablemente soberana, libre e 
independiente de toda potencia o dominación extranjera; y no es, ni será nunca el pa-
trimonio de ninguna familia ni persona. Los funcionarios públicos, investidos de cual-
quier autoridad son agentes de la nación y son responsables de su conducta pública.

La nacionalidad granadina:
Los granadinos lo son por nacimiento o por naturalización.
Son granadinos por nacimiento:

1.	 Todos los hombres libres nacidos en el territorio de la Nueva Granada, antes de la 
transformación política de sus respectivas provincias en favor de la independencia.
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2.	 Los descendientes de éstos, y los de granadinos por naturalización, que hayan 
nacido o nacieren en el mismo territorio.

3.	 Los que habiendo nacido en países extranjeros de padres granadinos, ausentes 
en servicio de la República, o por su amor a la causa de la independencia o de la 
libertad, hayan fijado o fijaren su residencia en la Nueva Granada.

4.	 Los que habiendo nacido en el territorio de la Nueva Granada de padre extran-
jero, hayan fijado, o fijaren su residencia en dicho territorio.

5.	 Los libertos nacidos en el territorio de la Nueva Granada.
6.	 Los hijos de las esclavas nacidos libres, por el ministerio de la ley, en el mismo 

territorio.

Son granadinos por naturalización:
1.	 Los no nacidos en el territorio de la Nueva Granada, que el día en que se hizo la 

transformación política de cada pueblo en que estaban domiciliados, se halla-
ban en él, y se sometieron a la constitución del año de mil ochocientos veintiuno.

2.	 Los hijos de padre y madre granadinos quienes, nacidos fuera del territorio de la Nueva 
Granada, declaren ante la autoridad que determine la ley que quieren ser granadinos.

3.	 Los extranjeros que obtengan carta de naturaleza, y los que habiéndola obtenido 
del Gobierno de Colombia, estén domiciliados, o vengan a domiciliarse en la 
Nueva Granada, y hayan permanecido fieles a la causa de la libertad.

4.	 Los nacidos en cualquier parte del territorio de Colombia, fuera del de la Nueva 
Granada, siempre que estén domiciliados en ésta, o se domicilien en adelante.

Los ciudadanos de la Nueva Granada
Son ciudadanos todos los granadinos que tengan las cualidades siguientes:

1.	 Estar casado o ser mayor de veintiún años.
2.	 Saber leer y escribir, aunque esta condición no tendrá lugar hasta el año de 1850.
3.	 Tener una subsistencia asegurada, sin sujeción a otro en calidad de sirviente 

doméstico, o de jornalero.

La ciudadanía granadina se pierde:
1.	 Por admitir empleo de otra nación sin permiso del Gobierno.
2.	 Por comprometerse al servicio de naciones enemigas de la Nueva Granada, o a 

servir contra la Nueva Granada.
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3.	 A virtud de sentencia en que se imponga pena corporal o infamante, mientras 
no se obtenga rehabilitación.

4.	 Por vender su sufragio o comprar el ajeno.
5.	 En los fallidos fraudulentos.

La ciudadanía se suspende:
1.	 Por naturalizarse en país extranjero.
2.	 Por enajenación mental.
3.	 Por la condición de sirviente doméstico, o de jornalero.
4.	 Por deuda de plazo cumplido a los fondos nacionales, o a cualquier otro fondo 

público.
5.	 En los vagos declarados por tales.
6.	 En los que tengan causa criminal abierta por delito que merezca pena corporal o 

infamante, después de decretada la prisión, hasta que sean declarados absueltos, 
o condenados a pena que no sea de aquella naturaleza.

7.	 Por interdicción judicial.

Todos los ciudadanos tienen el derecho de elegir y son elegibles para las diversas 
funciones públicas, siempre que concurran en ellos los requisitos prevenidos por la 
constitución y las leyes.

EL GOBIERNO DE LA NUEVA GRANADA

El Gobierno de la Nueva Granada es republicano, popular, representativo, electivo, 
alternativo y responsable.

El poder supremo estará dividido para su administración en: legislativo, ejecutivo, y 
judicial. Ninguno de ellos ejercerá las atribuciones que conforme a esta constitución co-
rresponden a los otros, debiendo mantenerse cada uno dentro de sus límites respectivos.

Es un deber del Gobierno proteger la libertad, la seguridad, la propiedad y la 
igualdad de los granadinos.

Es también un deber del Gobierno proteger a los granadinos en el ejercicio de la 
religión católica, apostólica y romana.
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DE LAS ELECCIONES

Las elecciones parroquiales:
Las elecciones parroquiales se abren de pleno derecho cada dos años en cada una 

de las parroquias del Estado, cualquiera que sea su población, el día que designe la ley.
Sin necesidad de esperar orden alguna, los jueces de las parroquias deberán convo-

car con la anticipación de ocho días a los sufragantes parroquiales para el día señalado.
Son sufragantes parroquiales los vecinos del distrito parroquial en ejercicio de los 

derechos de ciudadano. Se entiende ser vecino, para el efecto de sufragar, el que haya 
residido en él por un año, a lo menos, antes de la elección, o haya manifestado ante la 
autoridad local competente, conforme a la ley, el ánimo que tiene de avecindarse en él.

Las elecciones parroquiales serán presididas por la autoridad parroquial que de-
signe la ley. Estas elecciones estarán asociadas a un número de individuos que no 
serán menos de cuatro, elegidos en la forma que la misma ley designe, los cuales 
deberán ser sufragantes parroquiales.

Las elecciones de cantón:
La asamblea electoral se compone de los electores nombrados por todos los dis-

tritos parroquiales de cada cantón.
Para ser elector se requiere:

1.	 Ser granadino en ejercicio de los derechos de ciudadano.
2.	 Estar casado, o haber cumplido veinticinco años.
3.	 Ser vecino de cualquiera de las parroquias del cantón.
4.	 Saber leer y escribir.

Cuando un mismo individuo sea nombrado elector por diversos distritos parroquia-
les, preferirá la elección de aquel en que haya obtenido mayor número de votos: en 
caso de igualdad, tendrá preferencia el del distrito parroquial del domicilio, y por 
defecto de esta circunstancia, decidirá la suerte.

Cada año, el día que designe la ley, se reunirá la asamblea electoral en la cabecera 
del cantón con las dos terceras partes, a lo menos, de los electores nombrados.

La asamblea electoral será presidida por el elector que ella eligiere, luego que haya 
sido instalada por el jefe del cantón.
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Funciones de las asambleas electorales:
1.	 Sufragar por el Presidente y Vicepresidente de la República.
2.	 Por el senador o senadores de la provincia y sus suplentes.
3.	 Por el representante o representantes de la provincia y sus suplentes.
4.	 Por el diputado y diputados de la cámara de provincia y sus suplentes.
5.	 Hacer las demás elecciones que les prescriba la ley.

La elección de cada clase de las enunciadas anteriormente se verificará por escrutinio 
en una sola sesión, la cual será permanente hasta que se concluya.

El cargo de elector durará dos años. Las faltas que ocurrieren por vacante, y las 
que resulten de impedimento temporal, se suplirán cuando sea necesario con los que 
tengan más votos en los registros de elecciones.

El registro de elecciones de Presidente y Vicepresidente de la República se enviará 
al Senado una vez se haya hecho el escrutinio. A su vez, el de los senadores y repre-
sentantes se enviará a la cámara de provincia.

Las elecciones de diputados para las cámaras de provincia se perfeccionarán por 
la misma asamblea electoral, dándose aviso a los nombrados.

Las asambleas electorales no se conservarán reunidas por un término mayor de 
ocho días.

DEL PODER LEGISLATIVO

El Congreso
El Congreso compuesto de dos cámaras, una de senadores y otra de representan-

tes, ejerce el Poder Legislativo.
El día primero de marzo de cada año se reunirá el congreso, aunque no haya sido 

convocado, y sus sesiones ordinarias durarán sesenta días. Estas serán prorrogables 
hasta noventa en caso necesario.

El Senado
El senado de la Nueva Granada se compone de los senadores nombrados (uno 

por cada sesenta mil almas, y uno más por un residuo de treinta mil). La provincia 
que no alcance a este número nombrará siempre un senador. La ley irá subiendo la 
base establecida en este artículo en caso de que la población aumente hasta el punto 
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en que el número de senadores sobrepase cuarenta personas, a fin de que nunca pase 
el senado del número expresado. Sin embargo, si la población disminuye de manera 
que el número de senadores es menos de veinticinco se bajará proporcionalmente la 
base, de modo que nunca sea menos que dicho número.

Cuando un individuo es a la vez elegido senador de la provincia de su vecindad, y 
la de su nacimiento, este preferirá la elección de aquella. La duración de los senadores 
será de cuatro años, que serán renovados por mitad cada dos años.

Requisitos para ser Senador:
1.	 Ser granadino de nacimiento en ejercicio de los derechos de ciudadano.
2.	 Haber cumplido treinta y cinco años.
3.	 Ser vecino o natural de la provincia que hace la elección.
4.	 Tener cuatro años de residencia en la República, inmediatamente antes de la 

elección. Sin embargo, esto no excluye a los que hayan estado ausentes en ser-
vicio de la República, o por causa de su amor a la independencia, y libertad de 
la patria.

5.	 Ser dueño de bienes raíces que alcancen el valor libre de cuatro mil pesos, o en 
su defecto, una renta de quinientos pesos anuales procedentes de bienes raíces, o 
de la de ochocientos pesos que sean el producto de algún empleo, o del ejercicio 
de cualquier género de industria o profesión.

Aquellos granadinos que estaban radicados en algunos de los pueblos de la Nueva 
Granada, al momento en que proclamaron su respectiva independencia de la 
España, no necesitan la cualidad de ser granadinos de nacimiento para ser nombra-
dos senadores, con tal que hayan permanecido fieles a la causa de la independencia 
y libertad, y que tengan diez años de residencia continua en el territorio del Estado 
inmediatamente antes de la elección. Sin embargo, esto no excluye a los que hayan 
estado ausentes en servicio de la República, o por causa de su amor a la indepen-
dencia y libertad de la patria.

El Senado conocerá las acusaciones propuestas por la Cámara de Representantes 
únicamente: si la acusación fuere relativa a la conducta en las funciones oficiales. Las 
penas que imponga el Senado, en caso de condenación, no podrán ser otras que las 
de suspender por tiempo o deponer de su empleo al acusado, y a lo más declararlo 
incapaz, temporal o perpetuamente, de servir destinos de confianza en la República. 
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Quedando, sin embargo, el acusado sujeto a acusación, juicio y sentencia en los tri-
bunales competentes, si el hecho lo hiciere responsable a alguna pena, o indemniza-
ción ulterior, con arreglo a las leyes.

Cuando la acusación no tuviere por objeto la conducta oficial, el Senado se limitará 
a decidir, si ha o no lugar a la acusación propuesta por la Cámara de Representantes, 
y en caso afirmativo, entregar al acusado al tribunal competente para su juicio.

El Senado podrá cometer la instrucción del proceso a una comisión de su seno, re-
servándose la sentencia que será pronunciada en sesión pública. Nadie será condenado 
en estos juicios sin el voto unánime de las dos terceras partes de los senadores presentes.

Para admitir una acusación propuesta bastará la mayoría absoluta de los senado-
res que concurran. Siempre que una acusación propuesta ante el Senado es admitida, 
queda por el mismo hecho suspenso de su empleo el acusado.

La ley arreglará el curso y formalidades de estos juicios, y determinará los casos 
en que deban aplicarse las penas designadas en el Artículo cuarenta y cinco.

La Cámara de Representantes
La Cámara de Representantes se compone de los diputados elegidos en cada pro-

vincia por las Asambleas electorales en razón de uno por cada veinticinco mil almas, 
y otro por un residuo que pase de doce mil. La ley irá subiendo la base establecida en 
este artículo si la población aumentase hasta tal punto que el número de represen-
tantes sobrepase de ochenta, a fin de que nunca pase la representación del número 
expresado. Sin embargo, si la población disminuye, de manera que el número de 
representantes sea menor que cincuenta, se bajará la base proporcionalmente, de 
suerte que nunca sea menos que dicho número.

Sin embargo, la provincia cuya población no alcance a la base designada elegirá 
un representante.

Los representantes durarán en sus funciones dos años, renovándose la mitad de 
ellos cada año.

DEL PODER EJECUTIVO

El Poder Ejecutivo de la República estará encargado a una persona con la denomina-
ción de Presidente de la Nueva Granada.
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Habrá un Vicepresidente que ejercerá las funciones de Presidente en los casos de 
muerte, destitución o renuncia, hasta que se nombre al sucesor que será en la próxi-
ma reunión de las asambleas electorales. También entrará a ejercer las mismas fun-
ciones, por ausencia, enfermedad, o cualquiera otra falta temporal del Presidente.

El Presidente de la República será elegido por las asambleas electorales. Cuando 
ninguno haya obtenido la pluralidad absoluta de los votos de los electores que hayan 
sufragado en las asambleas, el Congreso tomará de los registros los tres candidatos 
que hayan reunido el número mayor de votos, y de ellos elegirá el que haya de ser 
Presidente de la República.

Esta elección se hará en sesión pública y permanente, y por votos secretos. Si en 
el primer escrutinio no reuniere ninguno las dos terceras partes de los votos de los 
miembros concurrentes, que se requieren para esta elección, se contraerá la votación 
posterior a los dos que en la primera hayan obtenido mayor número de votos; y si 
ninguno aún las obtuviere, se repetirán los escrutinios hasta obtenerlas.

La elección del Vicepresidente se hará a los dos años de haberse hecho la del 
Presidente, y del mismo modo que la de éste.

En el caso de que por muerte, destitución o renuncia falte el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo, le sustituirá en sus funciones el Presidente del 
Consejo de Estado nombrado por el Congreso, hasta la nueva elección de Presidente y 
Vicepresidente, para lo cual se expedirán inmediatamente las órdenes necesarias. Los 
nombrados de esta manera extraordinaria durarán en estos destinos hasta el fin del 
período constitucional. El mismo Presidente del Consejo sustituirá en sus funciones al 
Vicepresidente de la República encargado del Poder Ejecutivo, en los casos de ausencia, 
enfermedad, o cualquier otra falta temporal.

Para ser Presidente y Vicepresidente se necesita:
1.	 Haber nacido en alguna de las provincias del Estado, y estar en ejercicio de los 

derechos de ciudadano granadino.
2.	 Haber cumplido treinta y cinco años.
3.	 Tener cuatro años de residencia en la República, inmediatamente antes de la 

elección; pero esto no excluye a los que hayan estado ausentes en servicio de la 
República, o por causa de su amor a la independencia y libertad de la patria.
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4.	 Ser dueño de bienes raíces que alcancen el valor libre de cuatro mil pesos, o en su 
defecto, de una renta de quinientos pesos anuales procedentes de bienes raíces, o 
de la de ochocientos pesos que sean el producto de algún empleo, o del ejercicio 
de cualquier género de industria, o profesión.

El Presidente y Vicepresidente electos entrarán en el ejercicio de sus funciones el día 
primero de abril, prestando el correspondiente juramento, que se les exigirá por el 
Presidente del Congreso a presencia de él. Sin embargo, si el Congreso no estuviere 
reunido, prestarán el juramento en manos del Presidente del Consejo de Estado, a 
presencia del mismo Consejo.

Prohibiciones Presidente de la República:
1.	 Expulsar del territorio a ningún granadino, privarle de su libertad, ni imponerle 

pena alguna.
2.	 Detener el curso de los procedimientos judiciales, ni impedir que las causas se 

sigan por los trámites establecidos en las leyes.
3.	 Impedir que se hagan las elecciones prevenidas por esta Constitución, ni que los 

elegidos desempeñen sus encargos.
4.	 Disolver las Cámaras, ni suspender sus sesiones.
5.	 Salir del territorio de la República mientras ejerce el Poder Ejecutivo, ni un año 

después.
6.	 Ejercer el Poder Ejecutivo cuando se ausente de la capital para cualquier otra 

parte de la República.
7.	 Admitir extranjeros al servicio de las armas en clase de oficiales y jefes, sin pre-

vio consentimiento del congreso.

Los Secretarios de Despacho serán:
1.	 Del Interior y Relaciones Exteriores.
2.	 De Hacienda.
3.	 De Guerra y Marina.

Las secretarías del despacho son oficinas puramente civiles. Cada una de ellas estará 
a cargo de una persona con el nombre de Secretario de Estado. El Poder Ejecutivo 
podrá encargar temporalmente dos secretarías a un solo Secretario.
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Los secretarios de Estado son en su respectivo ramo el órgano preciso de comu-
nicación de todas las órdenes del Poder Ejecutivo. Ninguna orden expedida fuera de 
este conducto, ni decreto, providencia, o reglamento alguno, que no sea autorizado 
por el respectivo Secretario, deberá ser ejecutado por ningún funcionario público, 
ni persona privada.

Los secretarios de Estado darán a las Cámaras, con anuencia del ejecutivo, cuantas 
noticias e informes les pidan en sus respectivos ramos, a excepción de lo que no con-
venga publicar. Podrán asistir y tomar parte en sus discusiones sobre proyectos de ley, y 
deberán asistir cuando sean llamados por la respectiva cámara; mas nunca tendrán voto.

DEL PODER JUDICIAL

La justicia se administrará por una Corte Suprema de Justicia, y los demás tribunales 
y juzgados que la ley establezca.

La Corte Suprema de Justicia
Habrá en la capital de la República una Corte Suprema de Justicia, cuyas atribu-

ciones son:
1.	 Conocer de todos los negocios contenciosos de los ministros plenipotenciarios y 

agentes diplomáticos cerca del Gobierno de la República, en los casos permitidos 
por el derecho público de las naciones, o designados por leyes y tratados.

2.	 Conocer de las causas de responsabilidad que se formen a los ministros plenipo-
tenciarios, agentes diplomáticos y cónsules de la República, por mal desempeño 
en el ejercicio de sus funciones.

3.	 Conocer de las controversias que se susciten por los contratos o negociaciones 
que el Poder Ejecutivo celebre inmediatamente por sí, o por sus agentes, de or-
den especial suya.

4.	 Conocer de las causas criminales por delitos comunes en que incurran el 
Presidente y Vicepresidente de la República, previa la suspensión, conforme al 
Artículo 45.

5.	 Conocer de todas las causas de responsabilidad de los funcionarios públicos 
suspendidos por el Senado, cuando haya lugar a ulterior procedimiento, con 
arreglo al Artículo cuarenta y cinco de esta Constitución.
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6.	 Oír las dudas de los tribunales superiores sobre la inteligencia de alguna ley, y 
consultar sobre ellas al congreso, por conducto del Poder Ejecutivo.

La ley designará el grado, forma y casos en que la corte suprema de justicia deba co-
nocer de los negocios expresados, y de cualquier otro que ella le atribuya.

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia serán propuestos directamente 
por el Consejo de Estado a la Cámara de Representantes, en número de tres, para el 
nombramiento de cada uno. La Cámara reduce este número al de dos, y lo presenta al 
Senado para que éste nombre el que deba ser. El Consejo de Estado formará la terna o 
ternas entre los individuos propuestos en las listas remitidas por las cámaras de pro-
vincia.

Cuando haya alguna vacante en la corte suprema de justicia, el Poder Ejecutivo 
expedirá el aviso correspondiente a las cámaras provinciales, para que en la próxima 
reunión ordinaria remitan dichas listas, las cuales se publicarán por la imprenta.

Los miembros de la Corte Suprema de Justicia, mientras duren en sus empleos, y 
un año después, no admitirán para sí, ni solicitarán para otros, empleo, oficio, comi-
sión, pensión ni gracia alguna del Poder Ejecutivo.

DEL RÉGIMEN INTERIOR DE LA REPÚBLICA

Los Gobernadores y jefes de los cantones
El territorio de la República se divide en provincias, las provincias en cantones y 

los cantones en distritos parroquiales.
La gobernación superior de cada provincia reside en un magistrado con la de-

nominación de gobernador, dependiente del Poder Ejecutivo, de quien es agente in-
mediato constitucional, y con quien se entenderá por el órgano del Secretario del 
despacho respectivo.

En todo lo perteneciente al orden y seguridad de la provincia, y a su gobierno 
político y económico, están subordinados al gobernador todos los funcionarios 
públicos de cualquier clase y denominación que sean, y que residan dentro de la 
misma provincia.

Para ser gobernador se necesita:
1.	 Ser granadino en ejercicio de los derechos de ciudadano.
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2.	 Haber cumplido treinta años.
3.	 Haber residido en el territorio de la República tres años inmediatamente antes del 

nombramiento; pero esto no excluye a los que hayan estado ausentes en servicio 
de la República, o por causa de su amor a la independencia y libertad de la patria.

Los gobernadores ejercerán sus funciones por cuatro años.
Los cantones serán regidos por un empleado subordinado al gobernador, cuya 

denominación y duración determinará la ley, en la cual se designarán también las 
atribuciones de los funcionarios comprendidos en esta sección.

Las Cámaras de Provincia y concejos municipales
En cada provincia habrá una cámara provincial, compuesta de diputados de to-

dos los cantones comprendidos en ella. La ley fijará el número de diputados de que 
deba componerse cada cámara, de manera que ninguna provincia tenga menos de 
nueve, ni más de veintiuno.

Los diputados de estas cámaras durarán en sus funciones dos años, y serán reno-
vados por mitad cada año.

Para ser diputado a las cámaras de provincia se requiere:
1.	 Ser granadino en ejercicio de los derechos de ciudadano.
2.	 Haber cumplido veinticinco años.
3.	 Ser natural o vecino del cantón que hace la elección.

No pueden ser miembros de las cámaras de provincia los mismos que no pueden ser 
representantes y senadores, con arreglo al Artículo 67 de esta Constitución, ni los 
jueces letrados de primera instancia por el tiempo que duren en estos destinos.

DE LA FUERZA ARMADA

La fuerza armada es esencialmente obediente: ella no tiene facultad de deliberar.
El objeto de la fuerza armada es defender la independencia y libertad del Estado, 

mantener el orden público, y sostener la observancia de la constitución y de las leyes.
No habrá más fuerza armada permanente que la indispensablemente necesaria.
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Los individuos de la fuerza armada de mar y tierra, cuando se hallen en campaña, 
serán juzgados por las ordenanzas del ejército; pero estando de guarnición, solamen-
te lo serán en los delitos puramente militares.

Cuando los individuos de la guardia nacional estén en actual servicio quedan 
sujetos a las ordenanzas militares, en los mismos términos que expresa el Artículo 
anterior; y se entenderá que se hallan en actual servicio cuando estén acuartelados, y 
deban ser remunerados por el Estado, aunque algunos le sirvan gratuitamente.

La guardia nacional en cada provincia estará a las órdenes de su respectivo go-
bernador, quien la llamará al servicio en los casos que determine la ley, o cuando 
el Poder Ejecutivo lo ordene con acuerdo del Congreso, o del Consejo de Estado en 
receso de aquél; o sin estos requisitos, para obrar dentro de la provincia, en caso de 
conmoción súbita, o de invasión exterior repentina.

Los oficiales del ejército y armada han de ser granadinos, y los generales grana-
dinos de nacimiento.

El mando militar no afectará nunca al territorio, sino a las personas puramente 
militares y en actual servicio.

La ley no creará otros empleos militares que los que sean indispensablemente 
necesarios; y no se concederá ningún grado, ni ascenso, sino para llenar una plaza 
creada por ella.

De la interpretación o reforma de esta Constitución, y de la observación de las Leyes.
El Poder Ejecutivo sólo podrá hacer indicaciones sobre las dudas, reformas, o 

inteligencia de algunos artículos constitucionales.
Se declaran en su fuerza y vigor todas las leyes y decretos que han regido en la 

República y que estaban en observancia al tiempo que se publicó la ley fundamental de 
la Nueva Granada; siempre que dichas leyes y decretos no sean contrarios a esta cons-
titución, o a los decretos y leyes que haya expedido o expida la presente convención.
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Infografía 4

Reforma a la Constitución de la República  
de la Nueva Granada, 1843

Símbolos

Mapa

LA REPÚBLICA DE LA NUEVA GRANADA

La Nación granadina
La República de la Nueva Granada se compone de todos los granadinos unidos 

en cuerpo de nación, bajo un pacto de asociación política para su común utilidad.
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La Nación granadina es para siempre esencial e irrevocablemente soberana, libre 
e independiente de toda potencia o dominación extranjera, y no es ni será nunca el 
patrimonio de ninguna familia ni persona.

Los granadinos
Los granadinos lo son o por nacimiento o por naturalización.
Son granadinos por nacimiento:

1.	 Todos los hombres libres nacidos en el territorio de la Nueva Granada, antes de 
que el lugar de su nacimiento se hubiese declarado independiente de la España.

2.	 Los demás hombres nacidos en el territorio de la Nueva Granada, de padres 
granadinos por nacimiento o por naturalización.

3.	 Los nacidos fuera del territorio de la Nueva Granada, de padres granadinos ausentes 
en servicio o por causa de su amor a la independencia y libertad de la Nueva Granada.

Son granadinos por naturalización;
1.	 Todos los hombres libres nacidos fuera del territorio de la Nueva Granada, que 

se hallaban domiciliados en ella a tiempo que el lugar de su domicilio se declaró 
independiente de la España, y que después se sometieron a la Constitución co-
lombiana de 1821.

2.	 Los hombres nacidos libres en el territorio de la Nueva Granada, de padre ex-
tranjero que no se hallara en ella al servicio de otra nación o gobierno.

3.	 Las mujeres libres no granadinas, desde que se hayan casado o se casaren con 
granadino.

4.	 Los hijos de esclavas nacidos libres en el territorio de la Nueva Granada a virtud 
de la ley.

5.	 Los libertos nacidos en el territorio de la Nueva Granada.
6.	 Los que obtengan carta de naturaleza conforme a la ley.

EL TERRITORIO DE LA NUEVA GRANADA

Los límites del territorio de la República son los mismos que, en el año de 1810, divi-
dían el territorio del Virreinato de la Nueva Granada del de las Capitanías generales de 
Venezuela y Guatemala, y del de las posesiones Portuguesas del Brasil; y los que, por el 
tratado aprobado por el Congreso de la Nueva Granada en 30 de mayo de 1833, lo dividen 
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de la República del Ecuador. Estos límites sólo podrán variarse por medio de tratados 
públicos, aprobados y ratificados conforme a los parágrafos séptimo del Artículo sesenta 
y siete, y segundo del Artículo ciento dos de esta Constitución, y debidamente canjeados.

El territorio de la Nueva Granada se dividirá en provincias. Cada provincia se 
compondrá de uno o más cantones, y cada cantón se dividirá en distritos parroquia-
les. La ley arreglará la división por provincias, y la de éstas por cantones; y determi-
nará la autoridad por quién, y el modo en que deba arreglarse la de los cantones por 
distritos parroquiales.

DE LOS CIUDADANOS

Son ciudadanos los granadinos varones que reúnan las cualidades siguientes:
1.	 Haber cumplido la edad de veintiún años.
2.	 Ser dueño de bienes raíces situados en la Nueva Granada que alcancen el valor 

libre de trescientos pesos o tener una renta anual de ciento cincuenta pesos; y 
pagar las contribuciones directas establecidas por la ley, correspondientes a di-
chos bienes o renta.

3.	 Saber leer y escribir; pero esta cualidad sólo se exigirá en los que, desde primero de 
enero de mil ochocientos cincuenta en adelante, cumplan la edad de veintiún años.

El ejercicio de los derechos de ciudadano se suspende:
1.	 En los que tengan causa criminal abierta, por delito a que pueda imponerse pena 

corporal o infamante.
2.	 En los deudores de plazo cumplido a la hacienda nacional, o a cualquier otro 

fondo público.
3.	 En los que se hallen en estado de enajenación mental.
4.	 Por interdicción judicial.

Los derechos de ciudadano se pierden:
1.	 Por haber sido condenado en juicio a pena corporal o infamante, mientras no se 

obtenga rehabilitación.
2.	 Por vender su sufragio o voto, o comprar el de otro, en cualquiera de las eleccio-

nes prescritas por esta Constitución o por la ley.
3.	 Por naturalizarse en país extranjero.
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EL GOBIERNO DE LA NUEVA GRANADA

El Gobierno de la Nueva Granada es republicano, popular, representativo, electivo, 
alternativo y responsable.

El poder supremo estará dividido para su administración en legislativo, ejecu-
tivo y judicial; y ninguno de ellos ejercerá las atribuciones que, conforme a esta 
Constitución, corresponden a los otros, debiendo mantenerse cada uno dentro de 
sus límites respectivos.

Es un deber del Gobierno proteger la libertad, la seguridad, la propiedad, y la 
igualdad de los granadinos.

Es también un deber del Gobierno proteger a los granadinos en el ejercicio de la 
religión católica, apostólica y romana.

LA RELIGIÓN DE LA REPÚBLICA

La religión católica, apostólica y romana, es la única cuyo culto sostiene y mantiene 
la República.

DE LAS ELECCIONES

Cada cuatro años, en el año en que los electores de cantón deban hacer elecciones or-
dinarias de Presidente de la República, Senadores y Representantes, se nombrarán en 
cada distrito parroquial tantos electores de cantón, cuantos correspondan al distrito 
en razón de uno por cada mil almas de su población; pero en cualquier distrito cuya 
población no alcance a mil almas, se nombrará un elector.

El nombramiento de los electores que correspondan a cada distrito parroquial, se 
hará a pluralidad relativa de votos de los sufragantes parroquiales del distrito, que 
concurran a dar su voto para dicho nombramiento; y cada sufragante votará por un 
número de individuos doble del de los electores que correspondan al distrito.

Son sufragantes parroquiales de cada distrito los vecinos del mismo distrito que 
se hallen en ejercicio de los derechos de ciudadano.

En cada distrito se recibirán y escribirán en un registro los votos de los sufragan-
tes parroquiales, por la autoridad y con las formalidades que prescriba la ley.
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La autoridad a quien corresponda recibir los votos procederá a ello, llegado el 
tiempo señalado por la ley, sin aguardar orden alguna para verificarlo; y convocando 
al efecto a los sufragantes parroquiales con ocho días de anticipación.

La ley determinará el tiempo y término dentro del cual deban hacerse estos nom-
bramientos; así mismo, determinará la autoridad que deba hacer el escrutinio y regula-
ción de los votos, y todo lo demás que convenga para arreglar dichos nombramientos.

No pueden ser electores el Presidente y Vicepresidente de la República, los 
Secretarios de Estado, ni los Gobernadores de las provincias.

Cuando un mismo individuo sea nombrado en dos o más distritos para ser elec-
tor al mismo tiempo, preferirá el nombramiento del distrito en que mayor número 
de votos haya tenido.

El cargo de elector durará cuatro años y las vacantes que resulten o faltas tem-
porales que ocurran se llenarán con los que más votos hayan tenido en el respectivo 
distrito parroquial, después de los nombrados.

Las elecciones de cantón
Los electores nombrados en los distritos parroquiales de cada cantón compon-

drán la asamblea electoral del cantón.
Son funciones de las asambleas electorales de cantón:

1.	 Sufragar en ellas cada elector para las elecciones de Presidente o Vicepresidente 
de la República, y para las de Senadores y Representantes tanto principales como 
suplentes que deban nombrarse en la provincia.

2.	 Hacer la elección de diputados a la Cámara provincial, tanto principales como su-
plentes que correspondan al cantón, y las demás elecciones que les prescriba la ley.

Llegado el tiempo señalado por la ley para la reunión de las asambleas, si no hubieren 
concurrido todos los electores de cantón, la autoridad competente apremiará a los 
remisos o morosos a que concurran; pero llegado el término prefijado para sufragar 
por Presidente o Vicepresidente de la República, Senadores y Representantes, se hará 
la votación por los electores concurrentes en cualquier número que sean.

La votación para la elección de Presidente o Vicepresidente de la República se 
hará sufragando cada elector por medio de una papeleta, en la que esté escrito el 
nombre del individuo por quien vota.
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La votación para Senadores principales y suplentes se hará sufragando cada elec-
tor por medio de una papeleta en la que estén escritos los nombres de un número de 
individuos correspondientes al doble del de Senadores que deban nombrarse en la 
provincia, sin hacer distinción entre principales y suplentes; y del mismo modo se 
hará la votación para Representantes principales y suplentes.

Los registros de las votaciones para las elecciones de Presidente o Vicepresidente 
de la República se remitirán al Senado, y los de las votaciones para las de Senadores 
y de Representantes, a la autoridad que designe la ley.

La ley determinará el tiempo y término dentro del cual deban las asambleas de 
cantón sufragar para las elecciones, o hacer las que les correspondan, y todo lo de-
más que sea conveniente para arreglarlas.

DEL PODER LEGISLATIVO

El Congreso, compuesto de dos Cámaras, una de Senadores y otra de Representantes 
ejerce el Poder legislativo.

El Congreso se reunirá cada año el día 1° de marzo, aunque no haya sido convo-
cado, y sus sesiones ordinarias durarán sesenta días, prorrogables hasta noventa en 
caso necesario.

También se reunirá extraordinariamente cuando al efecto lo convoque el Poder 
Ejecutivo; pero en estas reuniones sólo podrá ocuparse de los negocios que someta a 
su consideración el mismo Ejecutivo.

El Congreso se reunirá en un solo cuerpo, compuesto de Senadores y 
Representantes, para hacer el escrutinio de las votaciones, y en su caso, perfeccionar 
las elecciones de Presidente y Vicepresidente de la República; para recibirles el jura-
mento constitucional; para nombrar los ministros de la Corte Suprema; para oír y 
decidir sobre las renuncias o dimisiones que los expresados hagan de sus destinos; y 
para los demás actos que disponga la ley.

El Senado
El Senado se compondrá de los Senadores nombrados en las provincias, en razón 

de uno por cada setenta mil almas de su población; sin embargo, en toda provincia 
cuya población no alcance a setenta mil almas, se nombrará un senador.
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La Cámara de Representantes
La Cámara de Representantes se compondrá de los Representantes nombrados en 

las provincias en razón de uno por cada treinta mil almas de su población; sin em-
bargo, en toda provincia cuya población no alcance a treinta mil almas, se nombrará 
un Representante.

Para poder ser Representante se requiere ser granadino, y en los que lo sean por 
nacimiento bastará que reúnan las cualidades siguientes:
1.	 Hallarse en ejercicio de los derechos de ciudadano.
2.	 Haber cumplido veinticinco años de edad.
3.	 Ser natural, o ser o haber sido vecino de la provincia en que se le nombre.
4.	 Ser dueño de bienes raíces que alcancen el valor libre de dos mil pesos, o tener 

una renta de trescientos pesos anuales procedentes de bienes raíces; o en defecto 
de ésta, una renta de cuatrocientos pesos anuales que sean el producto de algún 
empleo, o del ejercicio de algún género de industria o profesión.

Atribuciones exclusivas del Congreso:
1.	 Apropiar en cada reunión ordinaria del Congreso las cantidades que del Tesoro 

nacional puedan extraerse para gastos ordinarios del siguiente año económico; 
y en las mismas o en las extraordinarias, para gastos extraordinarios, cuando 
sea necesarios hacerlos.

2.	 Establecer los impuestos y contribuciones nacionales.
3.	 Decretar la enajenación o aplicación a usos públicos de los bienes nacionales.
4.	 Autorizar empréstitos u otros contratos para llenar el déficit del tesoro nacional, cuan-

do lo haya, obligando a la Nación a su pago; y permitir que se hipotequen los bienes y 
rentas nacionales para la seguridad del pago de dichos empréstitos o contratos.

5.	 Examinar en cada reunión ordinaria la cuenta correspondiente al anterior año 
económico que el Poder Ejecutivo debe presentarle, tanto del rendimiento de las 
rentas y producto de los bienes nacionales, como de los gastos del tesoro nacional.

6.	 Fijar en cada reunión ordinaria el máximum de la fuerza armada de mar y tierra, 
que en tiempo de paz pueda mantener en servicio activo el Ejecutivo; y en las 
mismas o en las extraordinarias, el del aumento que pueda dar a dicha fuerza, en 
los casos de guerra con otra nación o de insurrección a mano armada, o en que 
de lo uno o de lo otro esté amenazada la República.
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7.	 Aprobar los tratados o convenios públicos que celebrare el Poder Ejecutivo con 
algún otro Gobierno o nación, para que puedan ser ratificados y canjeados.

8.	 Permitir el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la República; o la 
estación de buques de guerra de otra nación, por más de dos meses, en los puer-
tos de la Nueva Granada.

9.	 Autorizar al Poder Ejecutivo, cuando lo solicite, para declarar la guerra a alguna 
nación; y requerirle para que negocie la paz.

10.	 Conceder premios personales y honoríficos a los que hayan hecho grandes e 
importantes servicios a la República, y decretar honores públicos a su memoria.

11.	 Conceder amnistías o indultos generales cuando lo exija algún grave motivo de 
conveniencia pública.

12.	 Determinar la ley, peso, tipo, forma, y denominación de las monedas; así como 
los pesos y medidas de que ha de hacerse uso legal.

13.	 Conceder por tiempo limitado privilegios exclusivos, o las ventajas o indemni-
zaciones convenientes, con el fin de promover la realización o mejora de em-
presas u obras públicas interesantes a la Nación, o el establecimiento de artes o 
industrias desconocidas en la Nueva Granada, así como el adelanto de las artes 
o industrias ya conocidas.

14.	 Crear los tribunales y juzgados, y los demás empleos necesarios para el servicio 
nacional; y señalarles sus atribuciones, y la duración de los empleados en sus 
destinos.

15.	 Dictar todas las leyes u otros actos legislativos convenientes, en todos los ramos 
y negocios que sean materia de ley o de otro acto legislativo; e interpretar, refor-
mar, o derogar cualquier ley o acto legislativo vigente.

EL PODER EJECUTIVO

Habrá en la Nueva Granada un Presidente de la República que será el primer jefe de 
la Nación; y un Vicepresidente, que será el segundo jefe de la misma Nación.

El Presidente y Vicepresidente de la República durarán cuatro años en sus desti-
nos; y el Presidente dentro de los cuatro años siguientes no podrá volver a ejercer el 
mismo destino, ni el de Vicepresidente de la República.

Para poder ser Presidente o Vicepresidente de la República se requiere:
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1.	 Ser granadino por nacimiento en ejercicio de los derechos de ciudadano.
2.	 Haber cumplido treinta y cinco años de edad.

La elección del Presidente de la República se hará por los electores de cantón, plura-
lidad absoluta de votos, en la misma reunión de las asambleas electorales en que se 
hagan las elecciones ordinarias de Senadores y Representantes.

El Congreso, en su reunión ordinaria siguiente a la de las asambleas electorales 
en que se haya sufragado para Presidente de la República, hará en sesión pública el 
escrutinio y regulación de los votos de los electores de cantón, y declarará electo para 
este destino al que haya reunido la pluralidad absoluta de los votos de los electores 
que hayan sufragado. Cuando ninguno la haya obtenido, el Congreso perfeccionará la 
elección, eligiendo la pluralidad absoluta de votos de los Senadores y Representantes 
concurrentes entre los tres individuos que mayor número de votos hayan obtenido en 
las asambleas electorales y declarará electo al que reúna esta pluralidad.

La elección del Vicepresidente de la República se hará a los dos años de hecha la de 
Presidente en los mismos términos prevenidos para ésta en los dos Artículos precedentes.

El que haya sido electo Presidente o Vicepresidente de la República tomará pose-
sión de su destino, prestando el juramento constitucional ante el Congreso, el día 1° 
de abril del año en que debe hacerse el escrutinio de los votos dados por los electores 
de cantón para su elección.

Si el que haya sido electo Presidente o Vicepresidente de la República no pudiere 
prestar el juramento constitucional en el día prefijado en el Artículo anterior, y en-
tre tanto se hubiese puesto en receso el Congreso, lo prestará ante el encargado del 
Poder Ejecutivo, en audiencia pública.

Cuando por muerte, renuncia u otra causa vacare el destino del Presidente o el 
de Vicepresidente de la República, deberá, en los casos que determine la ley, hacerse 
elección extraordinaria para llenar la vacante.

Los nombrados de esta manera extraordinaria sólo durarán en sus destinos hasta 
el día en que deba tomar posesión del mismo destino, el que para él deba nombrarse 
en la manera ordinaria.

La ley asignará los sueldos de que deben gozar el Presidente y Vicepresidente de la 
República; pero cualquier alteración que se haga en dichos sueldos, sólo tendrá efecto 
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respecto de los que después fueren nombrados, mas no respecto de los ya nombrados o 
que estuvieren ejerciéndolos.

DE LOS SECRETARIOS DE ESTADO

Cada una de estas Secretarías estará a cargo de un Secretario de Estado: pero el 
Poder Ejecutivo podrá encargar, cuando lo juzgue conveniente, dos de ellas a un sólo 
Secretario.

El Consejo de Gobierno
El Consejo de Gobierno se compondrá del Vicepresidente de la República y de los 

Secretarios de Estado.

DEL PODER JUDICIAL

La Corte Suprema de Justicia
El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia, por los tribunales 

superiores de distrito, y por los demás tribunales o juzgados creados por la ley.
Habrá en la Nueva Granada una Corte Suprema de Justicia, compuesta del núme-

ro de ministros jueces que determine la ley.
Los demás tribunales y juzgados
La ley creará los demás tribunales o juzgados que sean necesarios para la admi-

nistración de justicia, y determinará las atribuciones que a cada uno correspondan, 
las cualidades que deben tener los que los componen, la autoridad que deba nom-
brarlos, y duración en sus destinos.

EL RÉGIMEN POLÍTICO DE LAS PROVINCIAS CANTONES Y 
DISTRITOS PARROQUIALES

En cada provincia habrá un Gobernador de libre nombramiento y remoción a volun-
tad del Poder Ejecutivo.

Los Gobernadores son agentes políticos e inmediatos del Poder Ejecutivo en sus 
respectivas provincias, y como tales deben cumplir y hacer cumplir sus órdenes por 
todos los que les están subordinados.
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Los Gobernadores son también jefes políticos de sus respectivas provincias, y 
como tales deben cumplir y hacer cumplir por los que les están subordinados, la 
Constitución y leyes en la parte que les corresponde; y cuidar de que los empleados 
que no les están directamente subordinados las cumplan y ejecuten, requiriéndolos 
al efecto, o a las autoridades competentes para que les exijan la responsabilidad.

La ley determinará las cualidades que se requieran para poder ser Gobernador, 
el tiempo que deban éstos durar en sus destinos, las demás atribuciones que les co-
rrespondan, y todo lo demás que sea conveniente para el régimen político de las 
provincias, cantones y distritos parroquiales.

El régimen municipal de las provincias, cantones y distritos parroquiales
Para el régimen municipal de las provincias habrá en cada una de ellas una Cámara 

provincial, compuesta de los diputados nombrados en los cantones de la misma provincia.
La ley determinará en qué razón deba estar el número de diputados que se nom-

bre en cada cantón; pero, sea cual fuere dicha razón, en todo cantón se nombrará al 
menos un diputado.

En cada provincia deberán nombrarse al menos cinco diputados a la Cámara provin-
cial; y en las que no resulte, conforme al Artículo precedente que deba nombrarse este 
número, se repartirá el de cinco entre sus cantones según su mayor o menor población.

LA RESPONSABILIDAD DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS, Y DE 
LOS JUICIOS QUE SE SIGUEN ANTE EL SENADO

Todos los empleados públicos son responsables ante las autoridades designadas en la 
constitución o en la ley, por cualquier abuso de las atribuciones que les correspon-
den, o falta de cumplimiento en los deberes de su destino.

A los encargados del Poder Ejecutivo, a los Secretarios de Estado y a los ministros 
jueces de la Corte Suprema de justicia, sólo puede exigirse la responsabilidad me-
diante acusación interpuesta por la Cámara de Representantes ante el Senado.

La Cámara de Representantes tiene también la facultad de acusar ante el Senado 
a cualquier empleado público por abuso de las atribuciones que les corresponden o 
falta de cumplimiento en los deberes de su destino; y la de requerir a las autoridades 
competentes, para que, por las mismas causas, les exijan la responsabilidad.
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Corresponde también a la Cámara de Representantes acusar ante el Senado al 
Presidente o Vicepresidente de la República o al encargado del Poder Ejecutivo, 
conforme al Artículo ciento seis, por delitos comunes; para el solo efecto de que el 
Senado declare si hay o no lugar a formación de causa.

Corresponde al Senado conocer las causas de responsabilidad de cualquier em-
pleado público, contra quienes interponga acusación la Cámara de Representantes 
según lo dispuesto en los Artículos ciento cuarenta y uno y ciento cuarenta y dos.

Interpuesta una acusación sobre responsabilidad por la Cámara de Representantes, 
el Senado decidirá, a pluralidad absoluta de votos, si la admite o no; y en caso que la 
admita, queda por el mismo hecho suspenso de su destino el acusado.

Admitida una acusación, el Senado podrá instruir por sí mismo el proceso, o co-
meter su instrucción a una comisión de su seno, reservándose la sentencia que será 
pronunciada en sesión pública.

La facultad de condenar que tiene el Senado en estos juicios se limita a destituir al 
acusado de su destino, y a declararlo inhábil para volver a ejercer el mismo destino, 
por abuso de las atribuciones que le correspondían o falta de cumplimiento en los 
deberes de su empleo.

Para que haya condenación en estos juicios se necesita el voto unánime de las dos 
terceras partes de los Senadores que concurran a pronunciar la sentencia.

LA INTERPRETACIÓN O REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

Las dudas que ocurran sobre la verdadera inteligencia de cualquier disposición de 
esta Constitución, pueden ser resueltas por una ley especial y expresa.

En cualquier momento podrá ser adicionada o reformada esta Constitución, o 
parte de ella, por un acto legislativo acordado con las formalidades prescritas en 
la Sección sexta del Título 6°. Sin embargo, para que tal acto legislativo adquiera 
fuerza de ley constitucional o haga parte de esta Constitución, es necesario que se 
publique por lo menos seis meses antes del día en que los electores de cantón de-
ban hacer el próximo nombramiento ordinario de Senadores y Representantes; y 
que tomado nuevamente en consideración dicho acto legislativo en ambas Cámaras 
del Congreso, dentro del siguiente período legislativo, sea nuevamente aprobado en 
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cada una de ellas, sin alteración alguna. por las dos terceras partes a lo menos de los 
votos de sus respectivos miembros.

Promulgada el 20 de abril de 1843.

Constitución Política de 1853, el origen federal en 
Colombia, orígenes contexto histórico y aportes

Infografía 5

Reforma a la Constitución de la República  
de la Nueva Granada, 1843
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Mapa
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REPÚBLICA DE LA NUEVA GRANADA Y DE LOS 
GRANADINOS

El antiguo Virreinato de la Nueva Granada, que hizo parte de la antigua República 
de Colombia, y posteriormente ha formado la República de la Nueva Granada, se 
constituye en una República democrática, libre, soberana, independiente de toda 
potencia, autoridad o dominación extranjera, y no es, ni será nunca el patrimonio de 
ninguna familia ni persona.

Son granadinos:
1.	 Todos los individuos nacidos en la Nueva Granada, y los hijos de éstos.
2.	 Todos los naturalizados según las leyes.

Son ciudadanos los varones granadinos que estén, o se hayan casado, o aquellos 
mayores de veintiún años.

La ciudadanía no se pierde ni se suspende, sino por pena, conforme a las leyes; 
pudiendo obtenerse rehabilitación.

La República garantiza a todos los Granadinos:
1.	 La libertad individual, que no reconoce otros límites que la libertad de otro in-

dividuo, según las leyes.
2.	 La seguridad personal; el no ser preso, detenido, arrestado o confinado sino por 

motivo puramente criminal conforme a las leyes. Esta disposición sólo tendrá 
efecto respecto de los casos que ocurran desde que se ponga en ejecución esta 
Constitución por hechos que tengan lugar desde la misma época; y el no ser juz-
gado, ni penalizado por comisiones especiales, sino por los jueces naturales, a 
virtud y en conformidad de leyes preexistentes, después de ser vencido en juicio.

3.	 La inviolabilidad de la propiedad. En consecuencia, no poder ser despojado de 
la menor porción de ella, sino por vía de contribución general, apremio o pena, 
según la disposición de la ley, y mediante una previa y justa indemnización en el 
caso especial de que sea necesario aplicar a algún uso público la de algún parti-
cular. En caso de guerra, esta indemnización puede no ser previa.

4.	 La libertad de industria y de trabajos, con las restricciones que establezcan las leyes.
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5.	 La profesión libre, pública o privada de la religión que tengan, con tal que no 
turben la paz pública, no ofendan la sana moral, ni impidan a los otros el ejer-
cicio de su culto.

6.	 El respeto del domicilio, la correspondencia privada y papeles particulares; no 
pudiendo éstos ser violados ni interceptados, ni aquel allanado, sino por auto-
ridad competente, en los casos, y con las formalidades prescritas por las leyes.

7.	 La expresión libre del pensamiento; entendiéndose que por la imprenta es sin 
limitación alguna y por la palabra y los demás hechos, con las únicas que hayan 
establecido las leyes.

8.	 El derecho de reunirse pública o de manera privada, sin armas, para hacer pe-
ticiones a los funcionarios o autoridades públicas, o para discutir cualquier ne-
gocio de interés público o privado, y emitir libremente y sin responsabilidad 
alguna su opinión sobre ellos. Es sediciosa cualquier reunión de ciudadanos 
que, al hacer sus peticiones, o al emitir su opinión sobre cualquier negocio, se 
arrogue el nombre o la voz del pueblo, o pretenda imponer a las autoridades su 
voluntad como la voluntad del pueblo; y los individuos que la compongan serán 
perseguidos como culpables de sedición. La voluntad del pueblo sólo puede ex-
presarse por medio de los que lo representan por mandato obtenido conforme a 
esta Constitución.

9.	 El dar o recibir la instrucción que se tenga, cuando no sea costeada por fondos 
públicos.

10.	 La igualdad de todos los derechos individuales. No debe ser reconocida nin-
guna distinción proveniente del nacimiento, de título nobiliario, o profesional, 
fuero o clase.

11.	 El juicio por jurados, en todos los casos en que se proceda judicialmente por delito 
o crimen que merezca pena corporal o la pérdida de la libertad del individuo, por 
más de dos años, con la excepción que puede hacer la ley de los casos de responsa-
bilidad de los funcionarios públicos, y de los procesos por delitos políticos.

No hay ni habrá esclavos en la Nueva Granada.
Con excepción de los empleos de Presidente y Vicepresidente de la República, 

para los cuales se necesita la cualidad de granadino de nacimiento, y tener treinta 
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años de edad, para ningún otro destino, con autoridad o jurisdicción política o ju-
dicial en la Nueva Granada, se exigirá otra cualidad que la de ciudadano granadino.

Los extranjeros que se hallen en el territorio de la Nueva Granada, o que lleguen 
a este, gozarán de los mismos derechos civiles y garantías que los granadinos, deben 
estar sometidos como ellos a las leyes y autoridades del país.

Son deberes de todos los granadinos: cumplir y respetar las leyes; obedecer a las 
autoridades; contribuir para los gastos públicos; servir a la patria, y defender la liber-
tad y la independencia de la Nación.

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA

La República de la Nueva Granada establece para su régimen y administración ge-
neral, un Gobierno popular, representativo, alternativo y responsable. Reserva a las 
provincias, o secciones territoriales, el poder municipal en toda su amplitud, dejan-
do al Gobierno general las facultades y funciones siguientes:
1.	 La conservación del orden general; el derecho de resolver sobre la paz y la gue-

rra, y la consiguiente facultad de tener ejército y marina, y estatuir lo convenien-
te a su organización y administración.

2.	 La organización y administración de la Hacienda Nacional; establecimiento de 
contribuciones y ordenamiento de gastos nacionales; arreglo y amortización de 
la deuda nacional.

3.	 Todo lo relativo al comercio extranjero, puertos de importación y exportación, 
canales o ríos navegables, que se extiendan a más de una provincia; y los ca-
nales y caminos que se construyan para poner en comunicación los Océanos 
Atlántico y Pacífico.

4.	 La legislación civil y penal, así como instituye los derechos y obligaciones entre 
los individuos, también califica las acciones punibles y establece los castigos co-
rrespondientes. Así mismo, se encarga de la organización de las autoridades y 
funcionarios públicos que han de hacer efectivos esos derechos y obligaciones, 
e imponer las penas, y al procedimiento uniforme que sobre la materia debe 
observarse en la República.
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5.	 La demarcación territorial de primer orden, a saber: la relativa a límites del te-
rritorio nacional con los territorios extranjeros, y la división o deslinde de las 
provincias entre sí, y su creación o supresión.

6.	 Las relaciones exteriores, y consiguiente facultad de celebrar tratados y conve-
nios.

7.	 La aclaración y reforma de la Constitución, y las demás facultades que expresa-
mente, por disposición de la misma Constitución, se le confieran.

8.	 Determinar lo conveniente sobre la formación periódica del censo general de 
población.

9.	 La organización del sistema electoral con respecto a todos los funcionarios na-
cionales electivos.

10.	 Todo lo relativo a la administración, adjudicación, aplicación y venta de las tie-
rras baldías, y demás bienes nacionales.

11.	 La determinación de la ley, tipo, peso, forma y denominación de la moneda, y el 
arreglo de los pesos y medidas oficiales.

12.	 Todo lo relativo a inmigración y naturalización de extranjeros.
13.	 Conceder privilegios exclusivos, u otras ventajas o indemnizaciones, para obje-

tos de utilidad pública que no tengan carácter puramente provincial.

DE LAS ELECCIONES

Todo ciudadano granadino tiene derecho a votar directamente, por voto secreto y en 
los respectivos períodos:
1.	 Por Presidente y Vicepresidente de la República.
2.	 Por Magistrados de la Suprema Corte de Justicia y el Procurador general de la Nación.
3.	 Por el Gobernador de la respectiva provincia.
4.	 Por el Senador o Senadores, y por el Representante o Representantes de la res-

pectiva provincia.

La ley determinará las épocas y formalidades de estas elecciones.
El Presidente y Vicepresidente de la República, los Secretarios de Estado, los 

Ministros de la Corte Suprema, el Procurador general de la Nación, y los Gobernadores 
de las provincias, no pueden ser elegidos Senadores o Representantes. Los Ministros 
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y Fiscales de los tribunales que se establezcan por la ley, y los demás funcionarios que 
ejerzan jurisdicción o autoridad en más de un distrito parroquial, tampoco pueden ser 
elegidos Senadores o Representantes por las provincias en que sirven, siempre y cuan-
do estos destinos no sean onerosos.

DEL PODER LEGISLATIVO

El pueblo delega el Poder Legislativo del Gobierno general a un Congreso compuesto 
de dos Cámaras, una de Senadores, en razón de uno por cada provincia, si el número 
de estas es o excede de veinticinco; y otra de Representantes, en razón de uno por 
cada cuarenta mil almas, y uno más por un residuo de veinte mil en las respectivas 
provincias. Cada provincia tiene siempre el derecho de elegir un Representante, aun-
que su población no alcance a aquel número.

Los Senadores y Representantes durarán en sus destinos por dos años: son reele-
gibles indefinidamente.

Los miembros del Congreso son absolutamente irresponsables por las opiniones 
y votos que emitan en él, y gozan de inmunidad en sus personas mientras duran las 
sesiones y mientras van a ellas y vuelven a su domicilio. La ley determinará el modo 
de proceder contra ellos por causa criminal, durante aquel tiempo.

El Congreso se reúne de pleno derecho el día 1° de febrero de cada año en la capital 
de la República con la pluralidad absoluta de los miembros de cada Cámara: durará 
reunido por sesenta días, prorrogables, a su juicio, por treinta más. Además, tiene el 
derecho de convocarse a sí mismo de manera extraordinaria, para uno o más objetos 
determinados. En ninguno de estos actos necesita la intervención del Poder Ejecutivo.

Los miembros del Cuerpo Legislativo no pueden recibir del Poder Ejecutivo em-
pleo alguno durante el período para el que fueron elegidos. Podrán solamente acep-
tar las Secretarías de Estado y los empleos diplomáticos, dejando vacante su puesto 
en el Congreso.

Los empleados de libre nombramiento y remoción del Poder Ejecutivo, cuando 
sean elegidos miembros del Cuerpo Legislativo, y acepten el destino. Por el solo he-
cho de su aceptación, dejan vacantes sus respectivos empleos.

El Senado conoce exclusivamente las causas de responsabilidad que se generen 
por parte de la Cámara de Representantes contra el encargado del Poder Ejecutivo, 
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los Secretarios de Estado, el Procurador general de la Nación, y los Magistrados de la 
Suprema Corte de Justicia por mal desempeño en el ejercicio de sus funciones.

La ley determinará las formalidades de estos juicios y la forma como puedan in-
tervenir a las Cámaras Legislativas, y las penas que puedan imponerse.

El Congreso vota anualmente los gastos públicos nacionales, en vista de los pre-
supuestos que le presente el Poder Ejecutivo, formados según las disposiciones de la 
ley. Además, examina y aprueba la cuenta del Presupuesto y del Tesoro que le presen-
te el mismo Poder Ejecutivo; fija la fuerza militar que debe mantenerse armada en el 
año siguiente; y concede amnistías o indultos generales, cuando halle para ello algún 
motivo de conveniencia pública. Le corresponde también dar o negar su acuerdo y 
consentimiento para los ascensos en el ejército, desde el de Teniente coronel al de 
General, cuando lo solicite el Poder Ejecutivo. También debe admitir las renuncias 
y excusas del Presidente y Vicepresidente de la República, el designado para ejercer 
el Poder Ejecutivo, Procurador general de la Nación, y Magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia.

La ley determinará quién debe admitir las renuncias de los Magistrados de la 
Corte Suprema y del Procurador general de la Nación que se encuentren en receso 
del Congreso.

Cada Cámara es competente para oír y decidir las reclamaciones sobre la elección 
de sus miembros, para arreglar todo lo relativo a su policía interior, y para juzgar y 
castigar, de la manera que determinen sus reglamentos, a todo individuo que, dentro 
o fuera del recinto destinado a sus miembros, o a los que puedan tomar parte en las 
discusiones, se permita, durante el debate, expresar su aprobación o desaprobación 
de los discursos u opiniones de los Senadores o Representantes.

Cada Cámara es igualmente competente para juzgar y castigar a los que infrinjan 
los reglamentos de su policía interior, de la manera que lo dispongan estos mismos 
reglamentos, así como para admitir las renuncias de sus respectivos miembros.

EL PODER EJECUTIVO

El pueblo delega el ejercicio del Poder Ejecutivo general a un Magistrado denomi-
nado Presidente de la Nueva Granada, quien es el jefe de la Administración Pública 
Nacional.
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El Presidente de la Nueva Granada durará cuatro años en el ejercicio de su em-
pleo, y será elegido por el voto secreto y directo de los ciudadanos de la República. 
El Congreso debe hacer el escrutinio, así como declarar la elección en favor del que 
haya obtenido la mayoría relativa de votos.

Para suplir la falta temporal o absoluta del Presidente habrá un Vicepresidente, 
quien durará igualmente en sus funciones cuatro años. Este será elegido con las mis-
mas formalidades que el Presidente.

En el caso de falta temporal o absoluta del Vicepresidente, el Poder Ejecutivo será 
ejercido por el ciudadano que designe anualmente el Congreso.

Cuando ninguno de los tres individuos indicados pueda ejercer el Poder Ejecutivo, 
lo ejercerán aquellos que designe la ley, en el orden que ella establezca.

El período de duración del Presidente y Vicepresidente de la Nueva Granada se 
contará desde el día 1° de abril inmediato a su elección. Ninguno podrá ser reelegido 
sin la intermisión de un período íntegro.

El Presidente y Vicepresidente de la República tomarán posesión de su destino, 
prometiendo por su palabra de honor, y ante el Congreso, cumplir y hacer cumplir la 
Constitución y las leyes de la República.

Son atribuciones del Poder Ejecutivo, además de la de hacer ejecutar las leyes:
1.	 Nombrar para todos los empleos públicos nacionales, cuando la Constitución o 

la ley no atribuyan el nombramiento a otra autoridad.
2.	 Remover libremente de sus destinos a los empleados del ramo ejecutivo que sean 

de libre nombramiento suyo.
3.	 Negociar y concluir los tratados y convenios públicos con las naciones extranje-

ras, y cuidar de su exacta y fiel observancia, desde que sean debidamente ratifi-
cados y canjeados.

4.	 Negociar cualquier contrato y convenio público sobre los asuntos que son de 
competencia del Gobierno general, sometiéndolos a la aprobación del Cuerpo 
Legislativo, si sus estipulaciones no estuvieren previstas por las leyes.

5.	 Declarar la guerra exterior cuando la haya decretado el Cuerpo Legislativo y 
dirigir la defensa del país en el interior, en el caso de una invasión extranjera. 
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6.	 Dirigir las operaciones militares en el interior y en el exterior como Comandante 
en jefe de las fuerzas de mar y tierra, sin que, en ningún caso, le sea permitido 
mandarlas en persona.

7.	 Cuidar de la exacta y fiel recaudación, y de la legal inversión de las rentas nacionales.
8.	 Presentar cada año para su aprobación al Cuerpo Legislativo el Presupuesto de 

rentas y gastos para el año siguiente, así como la cuenta general del Presupuesto 
y del Tesoro, en el año próximo.

9.	 Cuidar que la justicia se administre pronta y de manera cumplida en toda la 
República, a través del Procurador general de la Nación, y Fiscales respectivos, o 
bien directamente, a la Corte Suprema, y a los otros tribunales y juzgados, a que 
procedan al juzgamiento de los delincuentes.

10.	  Convocar el Cuerpo Legislativo para que se reúna en el período ordinario; y 
extraordinariamente, en los casos en que lo crea necesario, de acuerdo con el 
Consejo de Gobierno y el Procurador general de la Nación.

11.	 Conceder amnistías e indultos generales o particulares cuando lo exija algún 
grave motivo de conveniencia pública, pero en ningún caso podrá concederlos 
por delitos comunes a los empleados públicos por faltas cometidas en el ejercicio 
de sus funciones.

Para el despacho de todos los negocios de la Administración habrá hasta cuatro 
Secretarios de Estado, nombrados libremente por el encargado del Poder Ejecutivo y 
amovibles a su voluntad. Todos los actos del encargado del Ejecutivo, con excepción 
de los decretos de nombramiento y remoción de los Secretarios de Estado, serán au-
torizados por un Secretario, sin cuyo requisito no serán obedecidos.

DEL PODER JUDICIAL

El Poder Judicial es delegado por el pueblo a la Suprema Corte de la Nación, y a los 
demás tribunales y juzgados que establezca la ley.

La Suprema Corte de la Nación se compone de tres Magistrados elegidos popu-
larmente en propiedad y por el término de cuatro años, y son nombrados en las faltas 
temporales por el Poder Ejecutivo. Corresponde a la Suprema Corte de la Nación:
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1.	 Conocer las causas contra el Presidente y Vicepresidente de la Nueva Granada 
y contra el Designado para ejercer el Poder Ejecutivo, por delitos comunes, 
después de decretada la suspensión por el Senado, a petición de la Cámara de 
Representantes.

2.	 Conocer las causas contra los agentes diplomáticos extranjeros, en los casos en 
que, según el derecho internacional, esté permitido hacerlo.

3.	 Conocer las causas de responsabilidad que se formen a los Ministros, agentes di-
plomáticos, Cónsules de la República, Ministros de los tribunales y Gobernadores 
de las provincias, por mal desempeño en el ejercicio de sus funciones.

4.	 Decidir las cuestiones que se susciten entre dos o más provincias.
5.	 Conocer de las causas marítimas y de presas.
6.	 Resolver la nulidad de las ordenanzas municipales, en cuanto sean contrarias a 

la Constitución y a las leyes de la República.
7.	 Conmutar la pena capital, previo informe del tribunal o juez de la causa, siem-

pre que concurran graves y poderosos motivos, durante la existencia de la pena 
de muerte.

8.	 Desempeñar las demás funciones que le confiera la ley.

EL RÉGIMEN MUNICIPAL

El territorio de la República continuará dividido en provincias para los efectos de la 
administración general de los negocios nacionales; y las provincias se dividirán en 
distritos parroquiales. Esta división puede variarse para los efectos fiscales, políticos 
y judiciales, por las leyes generales de la República, y para efectos de la administra-
ción municipal, por las ordenanzas municipales de cada provincia.

Las secciones territoriales de la Guajira, el Caquetá y otras que no estén pobladas 
por habitantes reducidos a la vida civil, pueden ser organizadas y gobernadas por 
leyes especiales.

Cada provincia tiene el poder constitucional para disponer lo que juzgue con-
veniente para su organización, régimen y administración interior, sin invadir los 
objetos de competencia del Gobierno general, respecto de los cuales es imprescin-
dible y absoluta la obligación de conformarse a lo que sobre ellos dispongan esta 
Constitución o leyes.
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Una provincia no puede someter a los granadinos de otra provincia, ni sus pro-
piedades, obligaciones o gravámenes. Tampoco puede privarlos de los derechos o 
protección que deben disfrutar los naturales de de la misma provincia.

El gobierno o régimen municipal de cada provincia estará a cargo de una 
Legislatura provincial, en la parte legislativa; y de un Gobernador en la parte ejecu-
tiva, el cual será también el agente natural del Poder Ejecutivo general con los demás 
funcionarios que al efecto se establezcan.

La Legislatura provincial, cuya forma y funciones determinará la Constitución 
especial respectiva, será necesariamente de elección popular y no podrá constar de 
menos de siete individuos.

El Gobernador, como agente del Poder Ejecutivo general, cumple y hace cumplir 
dentro de la provincia la Constitución y las leyes generales y órdenes del Presidente 
de la República. Como Jefe del Poder Ejecutivo municipal, desempeña las atribucio-
nes y deberes que por las respectivas instituciones municipales le correspondan.

El Gobernador durará en el ejercicio de su empleo por el período de dos años, y 
puede ser reelegido para un nuevo período sin interrupción.

El Presidente de la República puede suspender del ejercicio de su empleo a los 
Gobernadores de las provincias cuando lo juzgue conveniente, dando cuenta a la Suprema 
Corte de la Nación para que ella fije el tiempo de la suspensión. Si ésta llegare a un año, 
o si el Gobernador falte de un modo absoluto, por cualquier causa, se procederá a hacer 
nueva elección por un período íntegro. La Constitución respectiva establecerá el modo 
de subrogarle en las faltas temporales; entendiéndose que queda cometida esta facultad al 
Presidente de la República, donde previamente no se haya determinado otra cosa.

El encargado del Poder Ejecutivo puede mandar acusar ante la autoridad judicial 
competente, por medio del respectivo agente del Ministerio público, o en caso de 
negativa de éste, por medio de un fiscal que nombrará al efecto, a los Gobernadores 
de las provincias y a cualquier otro funcionario nacional o municipal del orden ad-
ministrativo, o judicial, por infracción de la Constitución o de las leyes generales.

Los miembros de las Legislaturas provinciales gozarán de la misma inmuni-
dad e irresponsabilidad que por esta Constitución se concede a los Senadores y 
Representantes del Pueblo.

Dada en Bogotá, el 20 de mayo de 1853.
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Constitución Política de 1858, antecedentes y naturaleza

Reforma a la Constitución de la República  
de la Nueva Granada, 1843

De la Nación y de los individuos que la componen
Los Estados de Antioquia, Bolívar, Boyacá, Cauca, Cundinamarca, Magdalena, 

Panamá y Santander, se confederan a perpetuidad, forman una Nación soberana, 
libre e independiente, bajo la denominación de “Confederación Granadina”, y se so-
meten a las decisiones del Gobierno general, en los términos que se establecen en 
esta Constitución.

Los límites del territorio de la Confederación Granadina son los mismos que 
en el año de 1810 dividían el territorio del Virreinato de Nueva Granada del de las 
Capitanías generales de Venezuela y Guatemala, y del de las posesiones portuguesas 
del Brasil, por la parte meridional son provisionalmente los designados en el Tratado 
celebrado con el Gobierno del Ecuador el 9 de julio de 1856, y los demás que la sepa-
ran hoy de aquella República.

Son granadinos:
1.	 Todos los nacidos o que nazcan en el territorio de la Confederación.
2.	 Los nacidos en territorio extranjero de padres granadinos.
3.	 Los que obtengan carta de naturalización y,
4.	 Los que no estando comprendidos en los incisos anteriores, tengan las cualida-

des de granadinos, según la Constitución de 1853.

Se consideran granadinos de nacimiento:
1.	 Los nacidos o que nazcan en el territorio de la Confederación, y los hijos de gra-

nadinos nacidos o que nazcan en territorio extranjero y,
2.	 Los colombianos que habiendo prestado sus servicios al Gobierno nacional, lle-

van hoy el título de granadinos.
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Son ciudadanos hábiles para elegir o ser elegidos para los puestos públicos de la 
Confederación, conforme a esta Constitución, los varones granadinos mayores de vein-
tiún años, y los que no teniendo esta edad estén o se hayan casado.

DE LOS BIENES Y CARGAS DE LA CONFEDERACIÓN

Son bienes de la Confederación:
1.	 Todos los muebles e inmuebles que hoy pertenecen a la República.
2.	 Las tierras baldías no cedidas y las adjudicadas, cuya adjudicación caduque.
3.	 Las vertientes saladas que hoy pertenecen a la República.
4.	 Las minas de esmeraldas y de sal gemma, estén o no en tierras baldías.
5.	 Todos los créditos activos reconocidos a favor de la República, o que se reconoz-

can a favor de la Confederación.
6.	  Los derechos que se reservó la República en el Ferrocarril de Panamá.
7.	 Son de cargo de la Confederación:

a).	 Las deudas interior y exterior que hoy reconoce la República, o que reconozca 
la Confederación.

b).	 Las pensiones legalmente concedidas por la Nación,
c).	 Y todos los gastos para el Gobierno de la Confederación.

Facultades y deberes de los Estados
Artículo 8.- Todos los objetos que no sean atribuidos por esta Constitución a los 

poderes de la Confederación, son de la competencia de los Estados.
Artículo 9.- El Gobierno de los Estados será popular, representativo, alternativo, 

electivo y responsable.
Artículo 10.- Las autoridades de cada uno de los Estados tienen el deber de 

cumplir y hacer que se cumplan y ejecuten en él la Constitución y las leyes de la 
Confederación, así como los decretos y órdenes del Presidente de ella, y los manda-
mientos de los tribunales y juzgados nacionales.

Parágrafo. En cada uno de los Estados se dará entera fe y crédito a los registros, 
actos, sentencias y procedimientos judiciales de los otros Estados.

Artículo 11.- Es prohibido al Gobierno de los Estados:
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1.	 Enajenar a potencias extranjeras parte alguna de su territorio, ni celebrar con 
ellas tratados ni convenios.

2.	 Permitir o autorizar la esclavitud.
3.	 Intervenir en asuntos religiosos.
4.	 Impedir el comercio de armas y municiones.
5.	 Imponer contribuciones sobre el comercio exterior, sea de importación o exportación.
6.	 Legislar, durante el término de la concesión, sobre los objetos a que se refieran 

los privilegios o derechos exclusivos concedidos a compañías o particulares por 
el Gobierno de la Confederación, de una manera contraria a los términos en que 
hayan sido concedidos.

7.	 Imponer deberes a las corporaciones o funcionarios públicos nacionales.
8.	 Usar otro pabellón ni otro escudo de armas que los nacionales.
9.	 Imponer contribuciones sobre los objetos que deban consumirse en otro Estado.
10.	 Gravar con impuestos los efectos y propiedades de la Confederación.
11.	 Sujetar a los vecinos de otro Estado o a sus propiedades a otros gravámenes que 

los que pesen sobre los vecinos y propiedades del mismo Estado.
12.	 Imponer, ni cobrar derechos o contribuciones sobre productos o efectos que es-

tén gravados con derechos nacionales, o monopolizados por el Gobierno de la 
Confederación, a no ser que se den al consumo.

Es obligatorio para las autoridades de cada Estado entregar a las de aquél en que se 
haya cometido un delito, la persona o personas que se reclamen y contra las cuales se 
haya librado orden de prisión. Así mismo auxiliar los despachos o exhortos dirigidos 
por la autoridad de otro Estado.

Los funcionarios nacionales estarán exentos de todo servicio forzoso y de toda 
contribución personal que establezcan las leyes de los Estados.

Las propiedades, o la renta procedentes de su industria, podrán ser gravadas por 
dichas leyes en la misma proporción que las propiedades o las rentas de los demás 
ciudadanos; pero no podrán exigírseles contribución por razón del sueldo que perci-
ban del Tesoro de la Confederación.

Tampoco podrán ser reducidos a prisión por motivo criminal, sin que previa-
mente hayan sido suspendidos de sus destinos conforme a las leyes.
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DEL GOBIERNO DE LA CONFEDERACIÓN

El Gobierno general de la Confederación Granadina será ejercido por un Congreso 
que da las leyes, por un Presidente que las ejecuta, y por un Cuerpo Judicial que apli-
ca sus disposiciones a los casos particulares.

Negocios de la competencia del Gobierno general
Son de competencia exclusiva del Gobierno general los objetos siguientes:

1.	 La organización y reforma del Gobierno de la Confederación.
2.	 Las relaciones de la Confederación con las demás Naciones.
3.	 La defensa exterior de la Confederación, con el derecho de declarar y dirigir la 

guerra y hacer la paz.
4.	 El orden y la tranquilidad interior de la Confederación cuando hayan sido alte-

rados entre dos o más Estados, o cuando en uno se perturben por desobediencia 
a esta Constitución y a las leyes o autoridades nacionales.

5.	 La organización, dirección y sostenimiento de la fuerza pública al servicio de la 
Confederación.

6.	 El crédito público de la Confederación.
7.	 La creación, organización, administración y aplicación de las rentas de la 

Confederación.
8.	 La creación de nuevos Estados, que no podrá decretarse sino a petición de las 

Legislaturas de los Estados de quienes se desmiembren; debiendo quedar cada 
uno de los Estados creados o desmembrados con una población que no baje de 
ciento cincuenta mil habitantes.

9.	 La admisión de nuevos Estados, cuando pueblos independientes quieran unirse 
a la Confederación, lo que se verificará a virtud de un tratado.

10.	 El restablecimiento de la paz entre los Estados.
11.	 La decisión de las cuestiones y diferencias que ocurran entre los Estados.
12.	  La determinación de la ley, tipo, peso, forma y denominación de la moneda; y el 

arreglo de los pesos, pesas y medidas oficiales.
13.	 Todo lo concerniente a la legislación marítima y a la del comercio exterior y costero.
14.	 El mantenimiento de la libertad del comercio entre los Estados.
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15.	 El gobierno y la administración de las fortalezas, puertos marítimos, fluviales 
y secos en las fronteras; y la de los arsenales, diques, y demás establecimientos 
públicos y bienes pertenecientes a la Confederación.

16.	 La legislación civil y penal respecto de las materias que conforme a este Artículo 
son de la competencia del Gobierno de la Confederación.

17.	 El censo general de la población, para los efectos del servicio de la Confederación.
18.	 La fijación de los límites que deben tener los Estados conforme a los actos le-

gislativos que los crearon, siempre que se susciten dudas, o controversias sobre 
dichos límites.

19.	 Las vías interoceánicas que existan o se abran por el territorio de la Confederación.
20.	 La demarcación territorial de primer orden, relativa a límites del territorio na-

cional con los territorios extranjeros.
21.	 La naturalización de extranjeros.
22.	 La navegación de los ríos que bañen el territorio de más de un Estado o que pa-

sen del territorio de la Confederación al de alguna nación limítrofe.
23.	 La designación del pabellón y escudo de armas de la Confederación.

Negocios comunes al Gobierno de la Confederación y al de los Estados
24.	 Son de la competencia, aunque no exclusiva del Gobierno de la Confederación, 

los objetos siguientes:
25.	 El fomento de la instrucción pública.
26.	 El servicio de correo; y,
27.	 La concesión de privilegios exclusivos, o de auxilios para la apertura, mejora y 

conservación de las vías de comunicación, tanto terrestres como fluviales.

PODER LEGISLATIVO

El Poder Legislativo será ejercido por un Congreso dividido en dos Cámaras, deno-
minadas Senado y Cámara de Representantes.

El Congreso se reunirá ordinariamente cada año el día 1° de febrero en la capital 
de la Confederación.

Podrá reunirse también en otro lugar, o trasladar a él temporalmente sus sesio-
nes, cuando algún grave motivo lo exija.
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Las sesiones ordinarias durarán hasta sesenta días.
El Congreso se reunirá extraordinariamente por acuerdo de ambas Cámaras, o 

por convocatoria del Poder Ejecutivo.
El Senado se compondrá de tantos Senadores cuantos correspondan a razón de 

tres por cada Estado.
La Cámara de Representantes se compondrá de los que elijan los Estados, a razón 

de un Representante por cada sesenta mil habitantes, y uno más por un residuo que 
pase de veinticinco mil.

Para que el Congreso pueda abrir y continuar sus sesiones, se necesita en cada 
Cámara la concurrencia de la mayoría absoluta de los miembros que le correspon-
dan. Una de las Cámaras no podrá abrir sus sesiones en distinto día que la otra, ni 
continuarlas estando la otra en receso. Se necesita el consentimiento mutuo de las 
dos Cámaras para trasladar temporalmente sus sesiones a otro lugar y para suspen-
derlas por más de dos días.

Los Senadores y Representantes gozan de inmunidad en sus personas y propieda-
des durante el tiempo de las sesiones; y mientras van de sus casas y vuelven a ellas no 
pueden ser llamados a juicio civil ni criminal.

En las discusiones de cada Cámara pueden tomar parte con voz, pero sin voto, 
los Secretarios de Estado del Despacho del Poder Ejecutivo y el Procurador general. 
A ninguna persona que concurra como espectador le es permitido tomar la palabra, 
ni hacer manifestaciones de aprobación o juicio negativo de las ideas que se emitan 
en las discusiones.

Cualquiera que contravenga a esta disposición será expulsado del edificio en que 
se celebren las sesiones.

Cada Cámara tiene la facultad privativa de crear los empleados que juzgue necesa-
rios para la dirección y desempeño de sus trabajos y la policía interior del edificio de 
sus sesiones, así como crear los reglamentos para el orden de sus deliberaciones. En 
estos reglamentos puede establecer las penas correccionales con que deba castigarse a 
sus propios miembros, por las faltas en que incurran, y a cualquier individuo por los 
atentados que cometan contra la Cámara o contra la inmunidad de sus miembros.

Los Senadores y Representantes son irresponsables por los votos que den, así 
como por las ideas y opiniones que emitan en sus discursos. Ninguna autoridad 
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puede, en ningún momento, hacerles cargo alguno por dichos votos y opiniones, 
con ningún motivo ni pretexto. Esta irresponsabilidad es extensiva, por las ideas y 
opiniones que emitan en la discusión, a los funcionarios que conforme al Artículo 
24 pueden tomar parte en ella.

Los Senadores y Representantes no pueden aceptar el libre nombramiento del 
Presidente de la Confederación, con excepción de las Secretarías de Estado, ni tam-
poco empleos diplomáticos y mandos militares en tiempo de guerra.

La admisión de estos empleos deja vacante el puesto en la respectiva Cámara.
Los Senadores o Representantes no pueden, mientras conservan el carácter de 

tales, hacer o interponer ninguna clase de contratos con el Gobierno general.
Tampoco podrán admitir de ningún Gobierno, compañía o individuo extran-

jero, un poder para gestionar negocios que tengan relación con el Gobierno de la 
Confederación.

Son atribuciones exclusivas del Congreso:
1.	 Apropiar las cantidades que del Tesoro de la Confederación hayan de extraerse 

para los gastos que son de cargo de la misma Confederación.
2.	 Decretar la enajenación de los bienes de la Confederación, y su aplicación a usos 

públicos.
3.	  Resolver los tratados y convenios públicos que el Presidente de la Confederación 

celebre con otras naciones, así como los contratos que haga con los Estados o 
con los particulares, bien sean nacionales o extranjeros, que deba someter a su 
consideración.

4.	 Establecer las contribuciones e impuestos necesarios para atender a los gastos 
del servicio de la Confederación.

5.	 Examinar y terminar definitivamente la cuenta general de la Confederación.
6.	 Fijar anualmente la fuerza pública de mar y tierra que se necesite para el servicio 

de la Confederación.
7.	 Permitir el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la Confederación.
8.	 Autorizar al Presidente de la Confederación para declarar la guerra a otra 

Nación.
9.	 Conceder amnistías e indultos generales por delitos políticos que afecten el or-

den general de la Confederación.
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10.	 Conceder privilegios y auxilios para la navegación por vapor en aquellos ríos que 
sirvan de canal para el comercio de más de un Estado; y para construir caminos 
de hierro, carreteros, o de herradura que pongan en comunicación el interior de 
uno o más Estados con los ríos navegables, puertos de mar, o con las naciones li-
mítrofes; sin que esta facultad prive a los Estados de poderlo hacer según sus leyes. 
También disponer que tales caminos pasen por tierras baldías de la Confederación.

11.	 Establecer los tribunales y juzgados, y los demás funcionarios precisos para el 
servicio de la Confederación.

12.	 Designar la capital de la Confederación.
13.	 Hacer el escrutinio de las elecciones de los funcionarios generales de la 

Confederación y comunicar el resultado a los que sean elegidos.
14.	 Finalmente, legislar sobre todas las materias que son de competencia del 

Gobierno general.

El Congreso no puede delegar las atribuciones expresadas en el Artículo anterior.
Cada Cámara es competente para oír y decidir las reclamaciones que se hagan 

sobre la elección de sus miembros.
El Presidente del Senado presidirá el Congreso cuando se reúnan las dos Cámaras; 

a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Representantes, y en defecto de éstos, los 
respectivos Vicepresidentes por su orden.

DE LA FORMACIÓN DE LAS LEYES

Todo acto legislativo puede tener origen en cualquiera de las dos Cámaras, a pro-
puesta de uno de sus miembros, del Poder Ejecutivo (por medio de alguno de los 
Secretarios de Estado) o del Procurador general de la Confederación.

Ningún proyecto podrá ser ley sin haber tenido en cada Cámara tres debates en 
distintos días, y sin haber sido aprobado por la mayoría absoluta de los miembros 
presentes en las respectivas sesiones.

Todo proyecto de acto legislativo necesita, además de la aprobación de las 
Cámaras, la sanción del Presidente de la Confederación, quien tiene el derecho de 
devolver el proyecto a cualquiera de las dos Cámaras para que se reconsidere, acom-
pañando las observaciones que motivaren la devolución.
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Si el proyecto hubiere sido devuelto por inconstitucional o por inconveniente en 
su totalidad, y una de las Cámaras declarare fundadas las observaciones hechas por 
el Presidente de la Confederación, se archivará, y no podrá tomarse en consideración 
otra vez en las mismas sesiones.

Si ambas Cámaras declararen infundadas las observaciones, se devolverá el pro-
yecto al Presidente de la Confederación, quien en tal caso no podrá negarle su sanción.

Si las observaciones del Presidente de la Confederación se contrajeren a alguna 
o algunas de las disposiciones del proyecto solamente, y ambas Cámaras las decla-
raren fundadas en todo o en parte, se reconsiderará el proyecto, y se harán en las 
disposiciones a que se han referido las observaciones declaradas, así como las modi-
ficaciones que se juzguen convenientes.

Si las modificaciones introducidas estuvieran conformes a lo propuesto por el 
Presidente de la Confederación, éste no podrá negar su sanción al proyecto; pero si 
no lo fueren, o se introdujeran disposiciones nuevas, o se suprimiera alguna que no 
hubiera sido objetada, el Presidente podrá hacer nuevas observaciones al proyecto.

En todo caso en que ambas Cámaras declaren infundadas las observaciones, el 
Presidente de la Confederación tiene el deber de sancionar el proyecto.

El Presidente de la Confederación tiene el término de seis días para devolver todo 
proyecto con observaciones, cuando éste no conste de más de cincuenta Artículos; si 
pasa de este número, el término será de diez días.

Todo proyecto no devuelto dentro del término señalado, deberá ser sancionado; 
pero si el Congreso se pusiere en receso durante el término concedido al Presidente 
para devolver el proyecto, tendrá éste la precisa obligación de sancionarlo u objetarlo 
dentro de los treinta días siguientes en que el Congreso se haya puesto en receso, y 
además, publicar por la imprenta el resultado.

Todo proyecto de acto legislativo que quede pendiente en las sesiones de un año, 
y al discutirse en las siguientes sesiones se considerará como proyecto nuevo, sujeto, 
por consiguiente, a sufrir todos los debates que prescribe esta Constitución.

Cada Cámara puede insistir hasta por segunda vez en las disposiciones que haya 
aprobado en el proyecto; pero si después de la segunda insistencia la otra Cámara 
no conviniere en ellas, quedarán por el mismo hecho suprimidas, y no formarán 
parte de él.
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Si la insistencia se refiere a todo el proyecto, y después de hecha por segunda vez, 
la otra Cámara no conviniere en él, quedará rechazado y no podrá tomarse en con-
sideración en las sesiones del mismo año.

Esto no impide el que alguna o algunas disposiciones de un proyecto rechazado 
formen parte de cualquier otro nuevo que se presente.

DEL PODER EJECUTIVO DE LA CONFEDERACIÓN

El Poder Ejecutivo de la Confederación será ejercido por un Magistrado que se deno-
minará “Presidente de la Confederación” y que entrará a ejercer sus funciones el día 
1° de abril próximo al de su elección.

En todo caso de falta absoluta o temporal del Presidente de la Confederación, 
asumirá este título y ejercerá el Poder Ejecutivo uno de los tres Designados que por 
mayoría absoluta elegirá cada año el Congreso, designando el orden en que deberán 
entrar a ejercer sus funciones.

Pero si ninguno de los Designados se halla en la capital de la Confederación, o 
no pudiese por cualquier otra circunstancia encargarse del Poder Ejecutivo, quedará 
éste accidentalmente a cargo del Procurador general, y en su defecto del Secretario 
de Estado de mayor edad.

La ley determinará cuándo deba procederse a nueva elección de Presidente, en 
caso de falta absoluta de éste.

El período de duración de los Designados para ejercer el Poder Ejecutivo será de 
un año, contado desde el 1° de abril siguiente a su elección.

Son atribuciones del Presidente de la Confederación:
1.	 Dar las disposiciones convenientes para cumplir la ejecución de las leyes.
2.	 Cuidar de la exacta y fiel recaudación de las rentas y contribuciones nacionales.
3.	 Negociar y concluir los tratados y convenios públicos con las naciones extran-

jeras; así como ratificarlos y canjearlos, previa la aprobación del Congreso, y 
cuidar de su exacta y fiel observancia.

4.	 Negociar y concluir cualquier convenio o contrato público sobre los negocios 
que son de la competencia del Gobierno de la Confederación, y llevarlos a efec-
to con la aprobación del Congreso. Esta aprobación será necesaria solamente 
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cuando los convenios o contratos versen sobre servicios extraordinarios, y sus 
estipulaciones no estuvieren previamente autorizadas por las leyes.

5.	 Declarar la guerra cuando la haya decretado el Congreso, y dirigir la defensa del 
país en el caso de una invasión extranjera; pudiendo llamar al servicio activo, en 
caso necesario, la milicia de los diferentes Estados.

6.	 Dirigir la guerra como Jefe Superior de los Ejércitos y Marina de la Confederación, 
sin que pueda mandar personalmente las fuerzas de mar y tierra.

7.	 Nombrar para todos los empleos públicos de la Confederación a las personas 
que deban servirlos, cuando la Constitución o las leyes no atribuyan el nombra-
miento a otra autoridad.

8.	 Remover de sus destinos a los empleados que sean de su libre nombramiento.
9.	 Presentar al Congreso, en los ocho primeros días de sus sesiones ordinarias, 

el Presupuesto de rentas y gastos de la Confederación, y la cuenta general del 
Presupuesto y del Tesoro para su aprobación.

10.	 Cuidar de que la justicia se administre pronta y cumplidamente, promoviendo, 
por medio de los que ejerzan el Ministerio Público, el juzgamiento de los delin-
cuentes, y el despacho de los negocios civiles que se ventilen en los tribunales y 
juzgados de la Nación.

11.	 Impedir cualquier agresión armada de un Estado de la Confederación contra 
otro de la misma, o contra una nación extranjera; haciendo, para ello, uso de la 
fuerza pública de la Confederación.

12.	 Cuidar que el Congreso se reúna el día señalado por la Constitución, dando con 
oportunidad las disposiciones necesarias para que se presten a los Senadores y 
Representantes los auxilios que para su marcha, según lo haya dispuesto la ley.

13.	 Conceder amnistías o indultos generales o particulares a los que se hagan res-
ponsables de delitos contra el orden público, en el caso previsto en el inciso C 
del Artículo 15.

14.	  Conceder patentes garantizando por determinado tiempo la propiedad de las 
producciones literarias de las invenciones útiles aplicables a nuevas operaciones 
industriales, o a la perfección de las existentes, a los autores de dichas produc-
ciones o invenciones.
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15.	 Nombrar, con previo consentimiento del Senado, los generales y coroneles del 
Ejército y Marina.

16.	 Conceder cartas de naturalización, con arreglo a la ley.
17.	 Expedir patentes de navegación.
18.	 Presentar al Congreso, en los primeros días de sus sesiones ordinarias, un in-

forme escrito sobre el curso que hayan tenido durante el último período los 
negocios de la Confederación, y sobre la situación actual, acompañando las 
Memorias que son de cargo de los Secretarios de Estado.

19.	 Dar a las Cámaras los informes especiales que soliciten, siempre que ellos no 
versen sobre las negociaciones diplomáticas que a su juicio requieran reserva.

20.	 Velar por la conservación del orden general, y cuando ese orden sea turbado, 
emplear contra los perturbadores la fuerza pública de la Confederación o la de 
los Estados.

21.	 Finalmente, desempeñar las demás funciones que le estén atribuidas por esta 
Constitución y las leyes generales.

Para el despacho de los negocios de la competencia del Gobierno de la Confederación, 
puede tener el Presidente hasta tres Secretarios de Estado, nombrados libremente por 
él. Todos los actos del Presidente, con excepción de los decretos de nombramien-
to o remoción de los Secretarios de Estado, serán autorizados por uno de dichos 
Secretarios; y sin este requisito no deben ser obedecidos.

La ley puede crear los empleados que se juzguen necesarios para que, como Agentes 
del Gobierno general, ejecuten en los Estados las disposiciones de aquél. Entre tanto, 
los Jefes Superiores de los Estados, y los respectivos empleados de ellos, deben hacer 
ejecutar las disposiciones del Presidente de la Confederación. Igualmente deben ha-
cer ejecutar dichas disposiciones en todos los casos en que accidentalmente falten los 
empleados de la Confederación a quienes toque hacerlos.

El ciudadano que habiendo sido elegido Presidente de la Confederación llegue a 
ejercer las funciones de tal, no podrá ser reelegido para el mismo puesto en el perío-
do inmediato.
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DEL PODER JUDICIAL

El Poder Judicial de la Confederación se ejerce por el Senado, por la Corte Suprema, 
así como por los tribunales y juzgados que establezca la ley.

La Corte Suprema se compondrá del número de Magistrados que determine la 
ley, no debiendo ser menos de tres.

Las alteraciones que en el personal de la Corte Suprema se hagan, no comprende-
rán a los Magistrados que estén funcionando cuando aquéllas tengan lugar.

Son atribuciones de la Corte Suprema:
1.	 Conocer de todos los negocios contenciosos de los Ministros Plenipotenciarios y 

demás agentes diplomáticos acreditados cerca del Gobierno de la Confederación, 
en los casos permitidos por el derecho internacional o previstos por tratados.

2.	 Conocer de las causas por delitos comunes contra el Presidente de la 
Confederación y los Secretarios de Estado, previa la suspensión decretada por el 
Senado, cuando se juzgue que hay lugar a formación de causa.

3.	 Conocer de las causas por delitos comunes contra los Designados para ejercer 
el Poder Ejecutivo, el Procurador general de la Confederación y los Magistrados 
de la misma Corte Suprema.

4.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los empleados diplomáticos y 
consulares de la Confederación, por mal desempeño en el ejercicio de sus fun-
ciones.

5.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los Magistrados de los tribuna-
les de la Confederación, Gobernadores y Magistrados de los tribunales superio-
res de los Estados, por infracción de la Constitución y leyes de la Confederación.

6.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los Generales en jefe y 
Comandantes de las fuerzas nacionales, y contra los Jefes Superiores de las 
Oficinas principales de Hacienda de la Confederación.

7.	 Decidir las cuestiones que se susciten entre los Estados, o entre uno o algunos 
Estados y el Gobierno general de la Confederación, sobre competencia de facul-
tades, sobre derechos de propiedad o sobre cualquier otra causa contenciosa.

8.	 Conocer de los negocios contenciosos sobre presas marítimas y sobre buques 
nacionales o extranjeros que hayan contravenido a las disposiciones legales de 
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la Confederación, relativas al comercio exterior, a las formalidades que deben 
observarse en los puertos nacionales, o en la navegación marítima o de los ríos.

9.	 Decidir en última instancia de toda controversia que se suscite en un Estado en 
que se hallen interesados uno o más ciudadanos de diferentes Estados o extran-
jeros, siempre que cualquiera de las partes quiera intentar aquel recurso de la 
sentencia pronunciada por el respectivo tribunal o juez del Estado.

10.	 Conocer en última instancia de las controversias sobre expropiaciones que se 
hagan en los Estados en perjuicio de individuos extranjeros.

11.	 Conocer de las controversias que se susciten sobre los contratos o convenios que 
el Gobierno de la Confederación celebre con los Estados, o con los particulares; 
y en última instancia, de toda cuestión en que deban aplicarse las estipulaciones 
de los tratados hechos con las naciones extranjeras.

12.	 Conocer de las controversias que se susciten relativas a las comunicaciones in-
teroceánicas que haya por el territorio de la Confederación, y a la seguridad del 
tránsito por ellas.

13.	 Conocer de todos los negocios contenciosos que se refieran a bienes y rentas de 
la Confederación.

14.	 Dirimir las competencias que se susciten entre los tribunales y juzgados de dife-
rentes Estados, y las que puedan suscitarse entre los tribunales y juzgados de la 
Confederación y los de uno o más Estados.

15.	 Nombrar los empleados subalternos de la misma Corte, y removerlos libremente.
16.	 Dar todos los informes que el Presidente de la Confederación le pida respecto de 

los negocios de que conoce.
17.	 Finalmente, ejercer las demás funciones que la ley determine respecto de los 

objetos de la competencia del Gobierno general.

Corresponde a la Corte Suprema suspender la ejecución de los actos de las Legislaturas 
de los Estados, en cuanto sean contrarios a la Constitución o a las leyes de la 
Confederación; dando cuenta de la suspensión al Senado, para que éste decida defini-
tivamente sobre la validez o nulidad de dichos actos.

La Corte Suprema oirá las consultas que le dirijan los jueces y tribunales de la 
Confederación sobre la inteligencia de las leyes nacionales, y las dirigirá al Congreso 
expresando su opinión sobre el modo de resolverlas.
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En todos los casos en que esta Constitución da a la Corte Suprema la facultad de 
conocer de algún negocio, la ley puede deferir el conocimiento de él en 1ª instancia 
a los tribunales o jueces de Distrito, y a falta de estos a los tribunales o jueces de los 
Estados. En estos casos la última instancia tendrá lugar ante la Corte Suprema.

El Senado conoce de las causas de responsabilidad contra el Presidente de la 
Confederación, o el que haga sus veces; y contra los Secretarios de Estado, Procurador 
general y los Magistrados de la Corte Suprema por mal desempeño en el ejercicio de 
sus funciones.

En los casos en que el Senado conozca de causas de responsabilidad, procederá en 
virtud de acusación intentada por la Cámara de Representantes o por el Procurador 
general de la Nación.

DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio público será ejercido por la Cámara de Representantes, por un funcio-
nario denominado “Procurador general de la Nación”, y por los demás funcionarios 
a quienes la ley atribuya esta facultad.

DE LOS DERECHOS INDIVIDUALES

La Confederación reconoce a todos los habitantes y transeúntes:
1.	 La seguridad individual, que consiste en no ser presos, arrestados ni detenidos 

sino en virtud de hechos determinados por leyes preexistentes; ni juzgados por 
Comisiones o tribunales extraordinarios; ni penados sin ser oídos y vencidos en 
juicio.

2.	 La libertad individual, que no reconoce otros límites que la libertad de otro in-
dividuo; es decir, la facultad de hacer u omitir todo aquello de cuya ejecución u 
omisión no resulte daño a otro individuo o a la comunidad, conforme a las leyes.

3.	 La propiedad; no pudiendo ser privados de ella sino por vía de pena o contribu-
ción general con arreglo a las leyes, y cuando así lo exija algún grave motivo de 
necesidad pública judicialmente declarado, y previa indemnización. En caso de 
guerra, la indemnización puede no ser previa, y la necesidad de la expropiación 
puede ser declarada por autoridades que no sean del orden judicial.



85

Marco Andrés Gutiérrez Guerrero

Por lo dispuesto en este inciso no se entiende que pueda imponerse la pena de con-
fiscación en caso alguno.
1.	 La libertad de expresar sus pensamientos por medio de la imprenta, sin respon-

sabilidad de alguna clase.
2.	 La libertad de viajar en el territorio de la Confederación, y de salir de él, sin 

necesidad de pasaporte ni permiso de ninguna autoridad, en tiempo de paz, 
siempre que la autoridad judicial no haya decretado el arraigo del individuo. En 
tiempo de guerra, el Gobierno podrá exigir el requisito de un pasaporte a los 
individuos que viajen por los lugares que sean teatro de operaciones militares.

3.	 La libertad de ejercer su industria y de trabajar sin usurpar la industria cuya 
propiedad hayan garantizado temporalmente las leyes a los autores de inventos 
útiles, ni las que se reserven la Confederación y los Estados como arbitrios ren-
tísticos, ni entorpecer las vías de comunicación, ni atacar la salubridad.

4.	 La libertad de dar o recibir la instrucción que a bien tengan, en los estableci-
mientos que no sean costeados con fondos públicos.

5.	 La igualdad, en virtud de la cual todos deben ser juzgados con arreglo a las 
mismas leyes, por los Jueces establecidos por ellas. No pueden ser sometidos a 
contribuciones ni a servicios excepcionales que graven a unos y eximan a otros 
de los que estén en la misma condición.

6.	 La inmunidad del domicilio, y la inviolabilidad de la correspondencia, de ma-
nera que aquel no podrá ser allanado, ni ésta interceptada o registrada, sino por 
la autoridad pública, en los casos y con las formalidades prescritas por las leyes.

7.	  La profesión libre, pública o privada de cualquier religión; pero no será per-
mitido el ejercicio de actos que turben la paz pública, o que sean calificados de 
punibles por leyes preexistentes.

8.	 La libertad de asociarse sin armas, con las restricciones que establezcan las leyes.
9.	 Finalmente, el derecho de obtener resolución en las peticiones que por escrito 

dirijan a las corporaciones, autoridades o funcionarios públicos sobre cualquier 
asunto de interés general o particular.

Los granadinos naturales o vecinos de un Estado gozarán en los otros de los mismos 
derechos políticos y civiles que los granadinos naturales o vecinos de ellos, bajo las 
mismas condiciones impuestas a los últimos.
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Los extranjeros que se hallen en el territorio de la Confederación, o que vengan a 
él, gozarán de los mismos derechos civiles y garantías que los nacionales; debiendo 
siempre estar sometidos, como ellos, a las leyes y autoridades del país.

ELECCIONES

Para ser Presidente de la Confederación se necesita ser granadino de nacimiento en 
ejercicio de los derechos de ciudadano.

El Presidente de la Confederación será elegido por el voto directo de los ciudada-
nos de ella; los Senadores y Representantes por el voto directo de los ciudadanos del 
Estado respectivo; los Magistrados de la Corte Suprema por el Congreso, a propuesta 
en terna de las Legislaturas de los Estados, y el Procurador general por la Cámara de 
Representantes.

No podrán ser elegidos Senadores ni Representantes el Presidente de la 
Confederación, sus Secretarios de Estado, el Procurador general y los Magistrados 
de la Corte Suprema.

Tampoco pueden serlo los Gobernadores o Jefes Superiores de los Estados, ni los 
jefes militares de la Confederación en actual servicio, en aquellos Estados en que 
unos y otros ejercen sus funciones.

Los empleados amovibles por el Presidente de la Confederación cesarán en sus 
destinos si admitieren el encargo de Senador o Representante.

DISPOSICIONES VARIAS

No se hará del Tesoro nacional ningún gasto para el cual no haya sido aplicada ex-
presamente alguna suma por el Congreso.

Los sueldos del Presidente de la Confederación, de los Senadores y Representantes, 
del Procurador general de la Nación y de los Magistrados de la Corte Suprema, no 
podrán aumentarse ni disminuirse durante el período para el cual hubieren sido 
electos los que desempeñen dichos destinos en la época en que se haga el aumento o 
la disminución.

Es prohibido a todo funcionario o corporación pública el ejercicio de cualquier 
función o autoridad que expresamente no se le haya conferido.
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Ninguna ley de la Confederación ni de los Estados podrá dar a los templos y 
edificios destinados al culto público de cualquier religión establecida en el país, ni 
a los ornamentos y vasos sagrados, otra aplicación distinta de la que hoy tienen, ni 
gravarlos con ninguna especie de contribuciones. Las propiedades y rentas destina-
das al sostenimiento del culto, y las que pertenezcan a comunidades o corporaciones 
religiosas, gozarán de las mismas garantías que las de los particulares, y no podrán 
ser ocupadas ni gravadas de una manera distinta de las de éstos.

Los bienes y rentas de los establecimientos públicos de educación, beneficencia y 
caridad, no podrán ser gravados con contribuciones directas por la Confederación 
ni por los Estados.

En el caso de que el Congreso juzgue conveniente designar un Distrito para asien-
to del Gobierno de la Confederación, se determinarán por una ley los límites de ese 
Distrito. En él estará la capital de la Confederación, y los habitantes de dicha capital, 
y de todo el territorio comprendido en los límites del Distrito, serán gobernados ex-
clusivamente según las leyes de la Confederación.

Por una ley pueden ser admitidos a formar parte de la Confederación otros 
Estados independientes, siempre que así lo soliciten por medio de sus respectivos 
Gobiernos, y que acepten las disposiciones de la presente Constitución.

REFORMA CONSTITUCIONAL

La Constitución podrá ser reformada con los requisitos siguientes:
1.	 Que la reforma sea solicitada por la mayoría de las Legislaturas de los Estados.
2.	 Que la reforma sea discutida y aprobada en cada Cámara con las formalidades 

establecidas para la expedición de las leyes.
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Constitución Política de 1863, los Estados Unidos de 
Colombia, orígenes contexto histórico y aportes

Infografía 6

La Constitución de los Estados Unidos de Colombia
Mapa 

Escudo

Bandera
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PRESIDENTES PERIODO

Tomás Cipriano de Mosquera 18 de julio de 1861 - 10 de febrero de 1863

Tomás Cipriano de Mosquera 14 de mayo de 1863 - 1 de abril de 1864

Manuel Murillo Toro 1 de abril de 1864 - 1 de abril de 1866

José María Rojas Garrido 1 de abril de 1866 - 20 de mayo de 1866

Tomás Cipriano de Mosquera 20 de mayo de 1866 - 23 de mayo de 1867

Santos Acosta 23 de mayo de 1867 - 1 de abril de 1868

Santos Gutiérrez Prieto 1 de abril de 1868 - 1 de abril de 1870

Eustorgio Salgar 1 de abril de 1870 - 1 de abril de 1872

Manuel Murillo Toro 1 de abril de 1872 - 1 de abril de 1874

Santiago Pérez Manosalva 1 de abril de 1874 - 1 de abril de 1876

Aquileo Parra 1 de abril de 1876 - 1 de abril de 1878

Julián Trujillo Largacha 1 de abril de 1878 - 8 de abril de 1880

Rafael Núñez Moledo 8 de abril de 1880 - 1 de abril de 1882

Francisco Javier Zaldúa 1 de abril de 1882 - 21 de diciembre de 1882

Clímaco Calderón 21 de diciembre de 1882 - 22 de dic. de 1882

José Eusebio Otálora 22 de diciembre de 1882 - 1 de abril de 1884

Ezequiel Hurtado 1 de abril de 1884 - 10 de agosto de 1884

Rafael Núñez Moledo 10 de agosto de 1884 - 1 de abril de 1886

ORIGEN

Se configura definitivamente el esquema federal gracias a la declaración hecha 
por los Estados Soberanos de Antioquia, Bolívar, Boyacá, Cauca, Cundinamarca, 
Magdalena, Panamá, Santander y Tolima, creados respectivamente por los actos 
de 27 de febrero de 1855, 11 de junio de 1856, 13 de mayo de 1857, 15 de junio 
del mismo año, 12 de abril de 1861, y 3 de septiembre del mismo año, se unen y 
confederan a perpetuidad consultando su seguridad exterior y recíproco auxilio, 
y forman una Nación libre, soberana e independiente, bajo el nombre de «Estados 
Unidos de Colombia».
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Los dichos Estados se obligan a auxiliarse y defenderse mutuamente contra toda 
violencia que dañe la soberanía de la Unión, o la de los Estados.

Los límites del territorio de los Estados Unidos de Colombia son los mismos que 
en el año de 1810, dividían el territorio del Virreinato de Nueva Granada del de las 
Capitanías generales de Venezuela y, Guatemala, y del de las posesiones portugue-
sas del Brasil: por la parte meridional son, provisionalmente, los designados en el 
Tratado celebrado con el Gobierno del Ecuador en 9 de julio de 1856, y los demás que 
la separan hoy de aquella República y de la del Perú.

Harán también parte de la misma nacionalidad los Estados Soberanos en que se 
dividan alguno o algunos de los existentes, conforme al Artículo que sigue, y los que, 
siendo del todo independientes, quieran agregarse a la Unión por Tratados debida-
mente concluidos.

La ley Federal puede decretar la creación de nuevos Estados, desmembrando la 
población y el territorio de los existentes, cuando esto sea solicitado por la Legislatura 
o las Legislaturas del Estado o de los Estados de cuya población y de cuyo territorio 
deba formarse el nuevo Estado; con tal que cada uno de los Estados de nueva crea-
ción tenga cien mil habitantes, por lo menos, y aquellos de los que fueren segregados 
no queden con menos de ciento cincuenta mil habitantes cada uno.

LA UNIÓN DE ESTADOS

Los Estados convienen en consignar en sus Constituciones y en su Legislación ci-
vil el principio de incapacidad de las comunidades, corporaciones, asociaciones y 
entidades religiosas, para adquirir bienes raíces, y en consagrar, por punto general, 
que la propiedad raíz no puede adquirirse con otro carácter que el de enajenable 
y divisible a voluntad exclusiva del propietario, y de transmisible a los herederos 
conforme al derecho común.

BIENES Y CARGAS DE LA UNIÓN

Los Estados Unidos de Colombia reconocen como deuda propia las deudas interior 
y exterior reconocidas por los Gobiernos de la extinguida Confederación Granadina 
y de los Estados Unidos de Nueva Granada, en la proporción que corresponda a los 
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Estados que se unen por la presente constitución, o que se unan en lo sucesivo, según 
la población y riqueza de los mismos Estados; los cuales comprometen solemnemen-
te su fe pública, para la amortización de dichas deudas y el pago de sus intereses.

Igualmente reconocen los Estados Unidos de Colombia los créditos provenien-
tes de empréstitos, suministros, sueldos, pensiones e indemnizaciones en el inte-
rior; y los gastos que el sostenimiento de esta Constitución exija. La fe pública de los 
Estados queda empeñada para la cancelación de dichos créditos.

Los bienes, derechos y acciones, las rentas y contribuciones que pertenecieron 
por cualquier título al Gobierno de la extinguida Confederación Granadina, y úl-
timamente al de los Estados Unidos de Nueva Granada, corresponden al Gobierno 
de los Estados Unidos de Colombia, con las alteraciones hechas o que se hagan por 
actos legislativos especiales.

Las tierras baldías de la Nación, hipotecadas para el pago de la deuda pública, no 
podrán aplicarse sino a este objeto, o cederse a nuevos pobladores, o darse como com-
pensación y auxilio a las empresas para la apertura de nuevas vías de comunicación.

COLOMBIANOS Y EXTRANJEROS

Son colombianos:
1.	 Todas las personas nacidas o que nazcan en el territorio de los Estados Unidos 

de Colombia, aunque sea de padres extranjeros, transeúntes si vinieren a domi-
ciliarse en el país;

2.	 Los hijos de padre o madre colombianos, hayan o no nacido en el territorio de los 
Estados Unidos de Colombia, si en el último caso vinieren a domiciliarse en éste;

3.	 Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza;
4.	 Los nacidos en cualquiera de las Repúblicas Hispanoamericanas, siempre que 

hayan fijado su residencia en el territorio de la Unión, y declarado ante la auto-
ridad competente que quieren ser colombianos.

Pierden el carácter de colombianos los que fijen su domicilio y adquieran nacionali-
dad en país extranjero.
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Son elegibles para los puestos públicos del Gobierno general de los Estados Unidos, 
los colombianos varones mayores de 21 años, o que sean o hayan sido casados; con 
excepción de los Ministros de cualquier religión.

Todos los colombianos tienen el deber de servir a la Nación conforme lo dispo-
nen las leyes, haciendo el sacrificio de su vida, si fuere necesario, para defender la 
independencia nacional. Hallándose en el territorio de cualquier Estado, tendrán 
en él los mismos deberes y derechos que los domiciliados.

GOBIERNO GENERAL

El Gobierno general de los Estados Unidos de Colombia obedecerá a la naturaleza de 
sus principios constitutivos, republicano, federal, electivo, alternativo y responsable; 
dividiéndose para su ejercicio en Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder judicial.

PODER LEGISLATIVO

El Poder Legislativo residirá en dos Cámaras con el nombre de «Cámara de 
Representantes» la una, y «Senado de Plenipotenciarios» la otra.

La Cámara de Representantes representará el pueblo colombiano, y la compon-
drán los Representantes que correspondan a cada Estado, en razón de uno por cada 
cincuenta mil almas, y uno más por un residuo que no baje de veinte mil.

El Senado de Plenipotenciarios representará los Estados como entidades políticas 
de la Unión, y se compondrá de tres Senadores Plenipotenciarios por cada Estado.

Corresponde a los Estados determinar la manera de hacer el nombramiento de 
sus Senadores y Representantes.

Las sesiones ordinarias durarán hasta noventa días.
El Congreso se reunirá extraordinariamente por acuerdo de ambas Cámaras, o 

por convocatoria del Poder Ejecutivo.
Para que el Congreso pueda abrir y continuar sus sesiones, se necesita en cada 

Cámara la concurrencia de la mayoría absoluta de los miembros que le correspon-
dan. Una de las Cámaras no podrá abrir sus sesiones en distinto día que la otra, ni 
continuarlas estando la otra en receso.
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PODER EJECUTIVO

El Poder Ejecutivo de la Unión se ejerce por un Magistrado que se denominará 
«Presidente de los Estados Unidos de Colombia», y que empezará a funcionar el día 
1.° de abril próximo al de su elección.

En caso de falta absoluta o temporal del Presidente de la Unión, asumirá este títu-
lo y ejercerá el Poder Ejecutivo uno de los tres Designados que por mayoría absoluta, 
elija cada año el Congreso, determinando el orden de sustitución.

Pero si por cualquier motivo el Congreso no hubiere elegido designados, o si ninguno 
de ellos se hallare en la capital de la Unión, o no pudiere, por otra circunstancia, encar-
garse del Poder Ejecutivo, quedará este accidentalmente a cargo del Procurador General, 
y en su defecto, de los Presidentes, Gobernadores o Jefes Superiores de los Estados, elegi-
dos popularmente, en el orden de sustitución que cada año determine el Congreso.

La ley determinará cuándo deba procederse a nueva elección de Presidente en 
caso de falta absoluta de éste.

El período de duración de los Designados para ejercer el Poder Ejecutivo será de 
un año, contado desde el 1.° de abril siguiente a su elección.

Si la reunión del Congreso no pudiere tener efecto en la época que le está señalada, 
o en el caso de que se haya omitido la elección de los Designados, el período de dura-
ción de éstos continuará hasta que la reunión tenga lugar y se haga nueva designación.

Son atribuciones del Presidente de la Unión:
1.	 Dar las disposiciones convenientes para la cumplida ejecución de las leyes;
2.	 Cuidar de la exacta y fiel recaudación de las rentas nacionales;
3.	 Negociar y concluir los tratados y convenios públicos con las naciones extran-

jeras, ratificarlos y canjearlos, previa la aprobación del Congreso, y cuidar de su 
puntual observancia;

4.	 Celebrar cualesquiera convenios o contratos relativos a los negocios que son de 
la competencia del Gobierno de la Unión, sometiéndolos a la aprobación del 
Congreso para llevarlos a efecto, salvo que las estipulaciones en ellos contenidas 
se hayan prefijado en una ley;

5.	 Declarar la guerra cuando la haya decretado el Congreso, y dirigir la defensa del 
país en caso de invasión extranjera, pudiendo llamar al servicio activo, si fuere 
necesario, la milicia de los Estados;
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6.	 Dirigir las operaciones de la guerra como Jefe Superior de los Ejércitos y de la 
Marina de la Unión;

7.	 Nombrar para todos los empleos públicos de la Unión las personas que deban 
servirlos, cuando la Constitución o las leyes no atribuyan el nombramiento a 
otra autoridad;

8.	 Remover de sus destinos a los empleados que sean de su nombramiento;
9.	 Presentar a la Cámara de Representantes, en el primer día de sus sesiones 

anuales, el Presupuesto de rentas y gastos de la Unión y la cuenta general del 
Presupuesto y del Tesoro;

10.	 Cuidar de que la justicia se administre pronta y cumplidamente, promoviendo, 
por medio de los que ejercen el Ministerio público, el juzgamiento de los delin-
cuentes y el despacho de los negocios civiles que se ventilen en los tribunales y 
juzgados de la Nación;

11.	 Impedir cualquiera agresión armada de un Estado de la Unión contra otro de la 
misma, o contra una nación extranjera;

12.	 Cuidar de que el Congreso se reúna el día señalado por la Constitución, dan-
do con oportunidad las disposiciones necesarias para que los Senadores y 
Representantes reciban los auxilios que para su marcha haya señalado la ley;

13.	 Conceder patentes garantizando por determinado tiempo la propiedad de las 
producciones literarias, de las invenciones útiles aplicables a nuevas operaciones 
industriales o a la perfección de las existentes;

14.	 Nombrar, con aprobación del Senado, los Secretarios de Estado, los empleados 
superiores de los diferentes departamentos administrativos, los Agentes diplo-
máticos, y los jefes militares cuyo nombramiento le corresponde;

15.	 Conceder cartas de naturalización con arreglo a la ley;
16.	 Expedir patentes de corso y de navegación;
17.	 Presentar al Congreso; en los primeros días de sus sesiones ordinarias, un in-

forme escrito acerca del curso que hayan tenido durante el último período los 
negocios de la Unión, y sobre la situación actual de ellos, acompañando las 
Memorias que son de cargo de los Secretarios del Estado;

18.	 Dar a las Cámaras Legislativas los informes especiales que soliciten, siempre que 
no versen sobre negociaciones diplomáticas que a su juicio requieran reserva;
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19.	 Velar por la conservación del orden general;
20.	 Desempeñar las demás funciones que le estén atribuidas por la Constitución y 

las leyes.

PODER JUDICIAL

El Poder Judicial se ejerce por el Senado, por una Corte Suprema federal, por los tri-
bunales y juzgados de los Estados, y por los que se establezcan en los territorios que 
deban regirse por legislación especial.

Los juicios por delitos y faltas militares de las fuerzas de la Unión, son de compe-
tencia del Poder Judicial nacional.

La Corte Suprema federal se compondrá de cinco Magistrados, no pudiendo ha-
ber en ella, a un mismo tiempo, más de un Magistrado que sea ciudadano, natural o 
vecino de un mismo Estado.

Son atribuciones de la Corte Suprema Federal:
1.	 Conocer de las causas por delitos comunes contra el Presidente de la Unión y 

los Secretarios de Estado, previa la suspensión declarada por el Senado, cuando 
decida que hay lugar a formación de causa;

2.	 Conocer de las causas por delitos comunes contra el Procurador general de la 
Unión, los Magistrados de la misma Corte Suprema, y los Ministros públicos de 
la nación en el extranjero;

3.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los empleados diplomáticos y 
consulares de la Unión, por mal desempeño en el ejercicio de sus funciones;

4.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los Gobernadores, Presidentes, 
Jefes Superiores y Magistrados de los tribunales superiores de los Estados, por 
infracción de la Constitución y leyes de la Unión;

5.	 Conocer de las causas de responsabilidad contra los Generales y Comandantes 
en jefe de las fuerzas nacionales, y contra los Jefes Superiores de las oficinas prin-
cipales de Hacienda de la Unión;

6.	 Decidir las cuestiones que se susciten entre los Estados, o entre uno o algunos 
Estados, y el Gobierno general de la Unión, sobre competencia de facultades, 
propiedades, límites y demás objetos contenciosos;
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7. Conocer de los negocios contenciosos sobre presas marítimas, contravención
por buques nacionales o extranjeros a las disposiciones legales relativas al co-
mercio exterior, de cabotaje y costanero, o a las formalidades que deben obser-
varse en los puertos nacionales, y sobre las disposiciones relativas a la navega-
ción marítima y de los ríos que bañen el territorio de más de un Estado, o que
pasen al de una nación limítrofe;

8. Conocer de las controversias que se susciten sobre los contratos y convenios
que el Gobierno de la Unión celebre con los Estados, o con los particulares, y en
última instancia, en toda cuestión en que deban aplicarse las estipulaciones de
los tratados públicos;

9. Conocer de las controversias que se susciten relativas a las comunicaciones in-
teroceánicas por el territorio de la Unión, y a la seguridad del tránsito por ellas;

10. Conocer de todos los negocios contenciosos que se refieran a bienes y rentas de
la Unión;

11. Dirimir las competencias que se susciten entre los tribunales y Juzgados de di-
ferentes Estados, entre los tribunales y juzgados de uno o más Estados y los
tribunales de la Unión, o entre dos o más de estos últimos;

12. Nombrar los empleados subalternos de la misma Corte, y removerlos libremente;
13. Dar todos los informes que las Cámaras legislativas, el Presidente de la Unión y

el Procurador general le pidan respecto de los negocios de que conoce;
14. Declarar cuáles son los actos del Congreso nacional, o del Poder Ejecutivo de la

Unión, que han sido anulados por la mayoría de las Legislaturas de los Estados;
15. Ejercer las demás funciones que la ley determine respecto de los negocios de la

competencia del Gobierno general.

Corresponde a la Corte Suprema suspender, por unanimidad de votos, a pedimento 
del Procurador General o de cualquier ciudadano, la ejecución de los actos legisla-
tivos de las Asambleas de los Estados, en cuanto sean contrarios a la Constitución o 
a las leyes de la Unión, dando, en todo caso, cuenta al Senado para que éste decida 
definitivamente sobre la validez o nulidad de dichos actos.
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MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público se ejerce por la Cámara de Representantes, por un funcionario 
denominado «Procurador general de la Nación», y por los demás funcionarios que 
determina la ley.

Son atribuciones del Ministerio público:
1. Cuidar de que todos los funcionarios públicos al servicio de la Unión desempe-

ñen cumplidamente sus deberes;
2. Acusar ante el Senado ola Corte Suprema federal a los funcionarios justiciables

por estas corporaciones; y,
3. Desempeñar las demás funciones que la ley le atribuya.

RÉGIMEN DE ELECCIONES

La elección del Presidente de la Unión se hará por el voto de los Estados, teniendo 
cada Estado un voto, que será el de la mayoría relativa de sus respectivos electores, 
según su legislación. El Congreso declarará elegido Presidente al ciudadano que ob-
tenga la mayoría absoluta de los votos de los Estados. En caso de que ninguno tenga 
dicha mayoría, el Congreso elegirá entre los que reúnan mayor número de votos.

El ciudadano que hubiere ejercido la Presidencia no podrá ser reelegido para el 
próximo período.

La elección de Magistrados de la Corte Suprema federal se hará de la manera 
siguiente:

La Legislatura de cada Estado presentará al Congreso una lista de individuos en 
número igual al de las plazas que deban proveerse, y el Congreso declarará elegidos 
los cinco que reúnan más votos y satisfagan la condición puesta en el Artículo 70 de 
la Constitución.

Todo empate tendrá que ser decidido por el azar.

DISPOSICIONES VARIAS

Los altos poderes federales residirán en el lugar o en los lugares que designe la ley.
Serán regidos por una ley especial los Territorios poco poblados, u ocupados 

por tribus de indígenas, que el Estado o los Estados a que pertenezcan consientan 
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en ceder al Gobierno general con el objeto de fomentar colonizaciones y realizar 
mejoras materiales.

Desde que un territorio cuente población civilizada que pase de tres mil habitan-
tes, mandará a la Cámara de Representantes un Comisario, que tendrá voz y voto 
en la discusión de las leyes concernientes a los territorios, y voz, pero no voto, en las 
leyes de interés general. Desde que la población civilizada llegue a veinticinco mil 
habitantes, el Territorio mandará, en vez de Comisario, un Diputado con voz y voto 
en toda discusión; y de cincuenta mil habitantes arriba, mandará los Diputados que 
le correspondan conforme al Artículo 38 de esta Constitución.

El período de duración del Presidente de los Estados Unidos y de los Senadores y 
Representantes, será de dos años.

El período de duración de los Magistrados de la Corte Suprema federal, será de 
cuatro años; y el del Procurador general de la Nación será de dos años.

No podrán ser elegidos Senadores ni Representantes el Presidente de la Unión, sus 
Secretarios de Estado, el Procurador general y los Magistrados de la Corte Suprema 
federal.

SISTEMA DE REFORMA

La Constitución podrá ser reformada total o parcialmente con las formalidades si-
guientes:
1.	 Que la reforma sea solicitada por la mayoría de las Legislaturas de los Estados;
2.	 Que la reforma sea discutida y aprobada en ambas Cámaras conforme a lo esta-

blecido para la expedición de las leyes; y,
3.	 Que la reforma sea ratificada por el voto unánime del Senado de Plenipotenciarios, 

teniendo un voto cada Estado.

También puede ser reformada por una Convención convocada al efecto por el 
Congreso, a solicitud de la totalidad de las Legislaturas de los Estados, y compuesta 
de igual número de Diputados por cada Estado.
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Constitución Política de 1886, la República de 
Colombia, orígenes y contexto histórico y aportes
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PRESIDENTE PERIODO
José María Campo Serrano 1 de abril de 1886 - 6 de enero de 1887
Eliseo Payán 7 de enero de 1887 - 4 de junio de 1887
Rafael Núñez 4 de junio de 1887 - 7 de agosto de 1888
Carlos Holguín Mallarino 7 de agosto de 1888 - 7 de agosto de 1892
Rafael Núñez 7 de agosto de 1892
Miguel Antonio Caro 7 de agosto de 1892 - 7 de agosto de 1898
Manuel Antonio Sanclemente 7 de agosto de 1898 - 31 de julio de 1900
José Manuel Marroquín 31 de julio de 1900 - 7 de agosto de 1904
Rafael Reyes 7 de agosto de 1904 - 9 de junio de 1909
Jorge Holguín 9 de junio de 1909 - 4 de agosto de 1909
Ramón González Valencia 4 de agosto de 1909 - 7 de agosto de 1910
Carlos Eugenio Restrepo 7 de agosto de 1910 - 7 de agosto de 1914
José Vicente Concha 7 de agosto de 1914 - 7 de agosto de 1918
Marco Fidel Suárez 7 de agosto de 1918 - 11 de noviembre de 1921
Jorge Holguín 11 de noviembre de 1921 - 7 de agosto de 1922
Pedro Nel Ospina 7 de agosto de 1922 - 7 de agosto de 1926
Miguel Abadía Méndez 7 de agosto de 1926 - 7 de agosto de 1930
Enrique Olaya Herrera 7 de agosto de 1930 - 7 de agosto de 1934
Alfonso López Pumarejo 7 de agosto de 1934 - 7 de agosto de 1938
Eduardo Santos 7 de agosto de 1938 - 7 de agosto de 1942
Alfonso López Pumarejo 7 de agosto de 1942 - 7 de agosto de 1945
Alberto Lleras Camargo 7 de agosto de 1945 - 7 de agosto de 1946
Mariano Ospina Pérez 7 de agosto de 1946 - 7 de agosto de 1950
Laureano Gómez 7 de agosto de 1950 - 5 de noviembre de 1951
Roberto Urdaneta Arbeláez 5 de noviembre de 1951 - 13 de junio de 1953
Gral. Gustavo Rojas Pinilla 13 de junio de 1953 - 10 de mayo de 1957
Junta Militar: 
- Gabriel París Gordillo
- Deogracias Fonseca Espinosa
- Rafael Navas Pardo
- Rubén Piedrahita Arango
- Luis Ernesto Ordóñez Castillo

10 de mayo de 1957 - 7 de agosto de 1958

Alberto Lleras Camargo 7 de agosto de 1958 -7 de agosto de 1962
Guillermo León Valencia 7 de agosto de 1962 -7 de agosto de 1966
Carlos Lleras Restrepo 7 de agosto de 1966 -7 de agosto de 1970
Misael Pastrana Borrero 7 de agosto de 1970 -7 de agosto de 1974
Alfonso López Michelsen 7 de agosto de 1974 -7 de agosto de 1978
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Julio César Turbay 7 de agosto de 1978 -7 de agosto de 1982
Belisario Betancur 7 de agosto de 1982 -7 de agosto de 1986
Virgilio Barco 7 de agosto de 1986 -7 de agosto de 1990
César Gaviria 7 de agosto de 1990 -7 de agosto de 1994

DE LA NACIÓN Y EL TERRITORIO

La Nación Colombiana se reconstituye en forma de República unitaria.
La soberanía reside esencial y exclusivamente en la Nación, y de ella emanan los 

poderes públicos, que se ejercerán en los términos que esta Constitución establece.
Son límites de la República los mismos que en 1810 separaban el Virreinato de 

Nueva Granada de las Capitanías generales de Venezuela y Guatemala, del Virreinato 
del Perú, y de las posesiones portuguesas del Brasil; y provisionalmente, respecto del 
Ecuador, los designados en el Tratado de 9 de Julio de 1856.

El territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenece únicamen-
te a la Nación.

Las secciones que componían la Unión Colombiana, denominadas Estados y Territorios 
nacionales, continuarán siendo partes territoriales de la República de Colombia, conser-
vando los mismos límites actuales y bajo la denominación de Departamentos.

Las líneas divisorias dudosas serán determinadas por comisiones demarcadoras 
nombradas por el Senado.

Los antiguos Territorios nacionales quedan incorporados en las secciones a que 
primitivamente pertenecieron.

La ley Puede decretar la formación de nuevos Departamentos modificando los 
existentes, cuando haya sido solicitada por las cuatro quintas partes de los Consejos 
municipales de la comarca que ha de formar el nuevo Departamento, y siempre que 
se llenen estas condiciones:
4.	 Que el nuevo Departamento tenga por lo menos doscientas mil almas;
5.	 Que aquel o aquellos de que fuere segregado, queden cada uno con una pobla-

ción de doscientos cincuenta mil habitantes, por lo menos;
6.	 Que la creación sea decretada por una ley aprobada en dos Legislaturas ordina-

rias sucesivas.

Sólo por una ley aprobada en la forma expresada en la parte final del artículo ante-
rior, podrán ser variados los actuales límites de los Departamentos.
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DE LOS HABITANTES: NACIONALES Y EXTRANJEROS

Son nacionales colombianos:
1.	 Por nacimiento:
Los naturales de Colombia con una de dos condiciones, que el padre o la madre 
también lo hayan sido, o que siendo hijos de extranjeros, se hallen domiciliados en 
la República.

Los hijos legítimos de padre y madre colombianos que hubieren nacido en tierra 
extranjera y luego se domiciliaren en la República, se considerarán colombianos de 
nacimiento para los efectos de las leyes que exijan esta calidad;
2.	 Por origen y vecindad:
Los que siendo hijos de madre o padre naturales de Colombia y habiendo nacido en 
el extranjero, se domiciliaren en la República; y cualesquiera hispanoamericanos 
que ante la Municipalidad del lugar donde se establecieron, pidan ser inscritos como 
colombianos;
3.	 Por adopción:
Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de ciudadanía.

La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha perdido la nacionalidad. También 
pierde la calidad de ciudadano quien se encuentre en uno de los siguientes casos, 
judicialmente declarados:

Haberse comprometido al servicio de una Nación enemiga de Colombia;
Haber pertenecido a una facción alzada contra el Gobierno de una Nación amiga;
Haber sido condenado a sufrir pena aflictiva;
Haber sido destituido del ejercicio de funciones públicas, mediante juicio crimi-

nal o de responsabilidad;
Haber ejecutado actos de violencia, falsedad o corrupción en elecciones.
Los que hayan perdido la ciudadanía podrán solicitar rehabilitación del Senado.

El ejercicio de la ciudadanía se suspende:
1.	 Por notoria enajenación mental;
2.	 Por interdicción judicial;
3.	 Por beodez habitual;
4.	 Por causa criminal pendiente, desde que el Juez dicte auto de prisión.
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La calidad de ciudadano en ejercicio es condición previa indispensable para ejercer 
funciones electorales, y poder desempeñar empleos públicos que lleven anexa auto-
ridad o jurisdicción.

DE LOS DERECHOS CIVILES Y GARANTÍAS SOCIALES

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en sus vidas, honra y bienes, y asegurar el respeto recíproco 
de los derechos naturales, previniendo y castigando los delitos.

Los particulares no son responsables ante las autoridades sino por infracción de 
la Constitución o de las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la misma causa y 
por extralimitación de funciones, o por omisión en el ejercicio de éstas.

En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de al-
guna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al agente que lo ejecuta.

Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de 
ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la orden.

No habrá esclavos en Colombia.
El que, siendo esclavo, pise el territorio de la República, quedará libre.
Nadie podrá ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arres-

to, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino a virtud de mandamiento escrito 
de autoridad competente, con las formalidades legales y por motivo previamente 
definido en las leyes.

En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas u obligacio-
nes puramente civiles, salvo el arraigo judicial.

El delincuente cogido in fraganti, podrá ser aprehendido y llevado ante el Juez 
por cualquiera persona. Si los agentes de la autoridad los persiguieren, y se refugiare 
en su propio domicilio, podrán penetrar en él para el acto de la aprehensión; y si se 
acogiere a domicilio ajeno, deberá preceder requerimiento al dueño o morador.

Nadie podrá ser obligado, en asunto criminal, correccional o de policía, a decla-
rar contra sí mismo o contra sus parientes dentro del cuarto grado civil de consan-
guinidad o segundo de afinidad.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se impute, 
ante tribunal competente, y observando la plenitud de las formas propias de cada juicio.
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En materia criminal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Sólo impondrá el Legislador la pena capital para castigar, en los casos que se de-
finan como más graves, los siguientes delitos, jurídicamente comprobados, a saber: 
traición a la Patria en guerra extranjera, parricidio, asesinato, incendio, asalto en 
cuadrilla de malhechores, piratería, y ciertos delitos militares definidos por las leyes 
del ejército.

En caso de guerra y sólo para atender al restablecimiento del orden público, la 
necesidad de una expropiación podrá ser decretada por autoridades que no perte-
nezcan al orden judicial y no ser previa la indemnización.

En el expresado caso la propiedad inmueble sólo podrá ser temporalmente ocu-
pada, ya para atender a las necesidades de la guerra, ya para destinar a ella sus pro-
ductos, como pena pecuniaria impuesta a sus dueños conforme a las leyes.

DE LAS RELACIONES ENTRE LA IGLESIA Y EL ESTADO

La Iglesia Católica podrá libremente en Colombia administrar sus asuntos inte-
riores y ejercer actos de autoridad espiritual y de jurisdicción eclesiástica, sin nece-
sidad de autorización del Poder civil; y como persona jurídica, representada en cada 
Diócesis por el respectivo legítimo Prelado, podrá igualmente ejercer actos civiles, 
por derecho propio que la presente Constitución le reconoce.

El ministerio sacerdotal es incompatible con el desempeño de cargos públicos, 
Podrán, sin embargo, los sacerdotes católicos ser empleados en la instrucción o be-
neficencia públicas.

Los edificios destinados al culto católico, los seminarios conciliares y las casas 
episcopales y curales no podrán ser gravados con contribuciones ni ocupados para 
aplicarlos a otros servicios.

El Gobierno podrá celebrar convenios con la Santa Sede Apostólica a fin de arre-
glar las cuestiones pendientes, y definir y establecer las relaciones entre la potestad 
civil y la eclesiástica.
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DE LOS PODERES NACIONALES Y DEL SERVICIO PÚBLICO

Todos los poderes públicos son limitados, y ejercen separadamente sus respectivas 
atribuciones.

La potestad de hacer leyes reside en el Congreso.
El Congreso se compone del Senado y la Cámara de Representantes.
El Presidente de la República es el Jefe del Poder Ejecutivo, y lo ejerce con la indis-

pensable cooperación de los Ministros.
El Presidente y los Ministros, y en cada negocio particular el Presidente con el 

Ministro del respectivo ramo, constituyen el Gobierno.
Ejercen el Poder judicial la Corte Suprema, los tribunales superiores de Distrito, 

y demás tribunales y juzgados que establezca la ley.
El Senado podrá ejercer determinadas funciones judiciales.
La ley determinará los casos particulares de incompatibilidad de funciones; los 

de responsabilidad de los funcionarios y modo de hacerla efectiva; las calidades y 
antecedentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en los casos no pre-
vistos por la Constitución; las condiciones de ascenso y de jubilación; y la serie o 
clase de servicios civiles o militares que dan derecho a pensión del Tesoro público.

DE LA REUNIÓN Y ATRIBUCIONES DEL CONGRESO

Las Cámaras legislativas se reunirán ordinariamente por derecho propio cada dos 
años el día 20 de julio en la capital de la República.

Las sesiones ordinarias durarán ciento veinte días, pasados los cuales el Gobierno 
podrá declarar las Cámaras en receso.

Las Cámaras se abrirán y clausurarán pública y simultáneamente.
Las Cámaras no podrán abrir sus sesiones ni deliberar, con menos de una tercera 

parte de sus miembros.
El Presidente de la República en persona, o por medio de los Ministros, abrirá y 

cerrará las Cámaras.
Esta ceremonia no es esencial para que el Congreso ejerza legítimamente sus funciones.
Cuando llegado el día en que ha de reunirse el Congreso, no pudiere verificarse 

el acto por falta del número de miembros necesarios, los individuos concurrentes, 
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en Junta preparatoria o provisional, apremiarán a los ausentes con las penas que los 
respectivos reglamentos establezcan; y se abrirán las sesiones luego que esté comple-
to el número requerido.

El Congreso podrá reunirse extraordinariamente convocado por el Gobierno. En 
sesiones extraordinarias sólo podrá ocuparse en los negocios que el Gobierno some-
ta a su consideración.

Por acuerdo mutuo las dos Cámaras podrán trasladarse a otro lugar, y en caso de 
perturbación del orden público podrán reunirse en el punto que designe el Presidente 
del Senado.

DE LA FORMACIÓN DE LAS LEYES

Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las dos Cámaras, a propuesta de sus 
respectivos miembros o de los Ministros del Despacho, salvo en los casos de:
1.	 Aquellas leyes que deben tener origen únicamente en la Cámara de Representantes 

(Artículo 102, inciso 2.°);
2.	 Las leyes sobre materia civil y procedimiento judicial, que no podrán ser modi-

ficadas sino en virtud de proyectos presentados por las Comisiones permanentes 
especiales de una y otra Cámara o por los Ministros del Despacho.

Ningún acto legislativo será ley sin los requisitos siguientes:
1.	 Haber sido aprobado en cada Cámara en tres debates, en distintos días, por ma-

yoría absoluta de votos;
2.	 Haber obtenido, la sanción del Gobierno.

No podrá cerrarse en segundo debate ni ser votada una ley en tercero, sin la asisten-
cia de la mayoría absoluta de los individuos que componen la Cámara.

El Gobierno puede tomar parte en la discusión de las leyes por medio de los 
Ministros.

Los Magistrados de la Corte Suprema tienen voz en el debate de las leyes sobre 
materia civil y procedimiento judicial.

Aprobado un proyecto de ley por ambas Cámaras, pasará al Gobierno, y si éste lo 
aprobare también, dispondrá que se promulgue como ley.

Si no lo aprobare, lo devolverá con objeciones a la Cámara en que tuvo origen.
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El Presidente de la República dispone del término de seis días para devolver con obje-
ciones cualquier proyecto, cuando éste no conste de más de cincuenta artículos; de diez 
días, cuando el proyecto contenga de cincuenta y uno a doscientos artículos, y hasta de 
quince días, cuando los artículos sean más de doscientos.

Si el Presidente, una vez transcurridos los indicados términos, según el caso, no 
hubiere devuelto el acto legislativo con objeciones, no podrá dejar de sancionarlo y 
promulgarlo. Pero si las Cámaras se pusieren en receso dentro de dichos términos, el 
Presidente tendrá el deber de publicar el proyecto sancionado u objetado, dentro de 
los diez días siguientes a aquél en que el Congreso haya cerrado sus sesiones.

El proyecto de ley objetado en su conjunto por el Presidente, volverá en las Cámaras 
a tercer debate. El que fuere objetado sólo en parte, será reconsiderado en segundo de-
bate con el único objeto de tomar en cuenta las observaciones del Gobierno.

El Presidente de la República sancionará, sin poder presentar nuevas objeciones, 
todo proyecto que, reconsiderado, fuere adoptado por dos tercios de los votos en una 
y otra Cámara.

Si el Gobierno no cumpliere el deber que se lo impone de sancionar las leyes en 
los términos y según las condiciones que este Título establece, las sancionará y pro-
mulgará el Presidente del Congreso.

Exceptuase de lo dispuesto en el Artículo 88 el caso en que el proyecto fuere obje-
tado por inconstitucional. En este caso, si las Cámaras insistieren, el proyecto pasará 
a la Corte Suprema, para que ella, dentro de seis días, decida sobre su exequibilidad. 
El fallo afirmativo de la Corte obliga al Presidente a sancionar la ley. Si fuere negati-
vo, se archivará el proyecto.

Los proyectos de ley que queden pendientes en las sesiones de un año no podrán 
ser considerados sino como proyectos nuevos, en otra Legislatura.

DEL SENADO

El Senado se compondrá de tantos miembros cuantos Senadores correspondan a los 
Departamentos, a razón de tres por cada Departamento.

Por cada Senador se elegirán dos suplentes.
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Para ser Senador se requiere ser colombiano de nacimiento y ciudadano no suspen-
so, tener más de treinta años de edad y disfrutar de mil doscientos pesos, por lo menos, 
de renta anual, como rendimiento de propiedades o fruto de honrada ocupación.

Los Senadores durarán seis años, y son reelegibles indefinidamente.
El Senado se renovará por terceras partes en la forma que determine la ley.

DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES

La Cámara de Representantes se compondrá de tantos individuos cuantos corres-
pondan a la población de la República, a razón de uno por cada 50.000 habitantes. 
Por cada Representante se elegirán dos suplentes.

Para ser elegido Representante se requiere ser ciudadano en ejercicio, no haber 
sido condenado por delito que merezca pena corporal, y tener más de veinticinco 
años de edad.

Los Representantes durarán en el ejercicio de sus funciones por cuatro años, y 
serán reelegibles indefinidamente.

Son atribuciones de la Cámara de Representantes:
1.	 Examinar y fenecer definitivamente la cuenta general del Tesoro;
2.	 Iniciar la formación de las leyes que establezcan contribuciones u organicen el 

Ministerio público;
3.	 Nombrar dos Consejeros de Estado;
4.	 Acusar ante el Senado, cuando hubiere justa causa, al Presidente y al 

Vicepresidente de la República, a los Ministros del Despacho, a los Consejeros 
de Estado, al Procurador general de la Nación y a los Magistrados de la Corte 
Suprema;

5.	 Conocer de los denuncios y quejas que ante ella se presenten por el Procurador 
de la Nación o por particulares, contra los expresados funcionarios, excepto el 
Presidente y Vicepresidente, y si prestaren mérito, fundar en ellas acusación ante 
el Senado.
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DISPOSICIONES COMUNES A AMBAS CÁMARAS Y A LOS 
MIEMBROS DE ELLAS

Son facultades de cada Cámara:
1.	 Dictar su propio reglamento y establecer los medios preventivos y coercitivos 

necesarios para asegurar la concurrencia de los miembros de la Corporación;
2.	 Crear y proveer los empleos necesarios para el despacho de sus trabajos;
3.	 Organizar, en caso necesario, la policía interior del edificio en que celebra sus 

sesiones;
4.	 Examinar si las credenciales que cada miembro ha de presentar al tomar pose-

sión del puesto, están en la forma prescrita por la ley;
5.	 Contestar, o abstenerse de hacerlo, a los mensajes del Gobierno;
6.	 Pedir a los Ministros los informes escritos o verbales que necesite para el mejor 

desempeño de sus trabajos o para conocer los actos de la Administración.
7.	 Nombrar comisiones que la representen en actos oficiales;
8.	 Designar oradores ante la otra Cámara en caso de desacuerdo de opiniones en 

la formación de una ley;

Los Senadores y los Representantes son inviolables por su opiniones y votos en el 
ejercicio de su cargo. En el uso de la palabra sólo serán responsables ante la Cámara a 
que pertenezcan; podrán ser llamados al orden por el que presida la sesión y penados 
conforme al reglamento por las faltas que cometan.

Cuarenta días antes de principiar las sesiones y durante ellas, ningún miembro 
del Congreso podrá ser llamado a juicio civil o criminal sin permiso de la Cámara a 
que pertenezca. En caso de flagrante delito, podrá ser detenido el delincuente y será 
puesto inmediatamente a disposición de la Cámara respectiva.

El Presidente y el Vicepresidente de la República, los Ministros del Despacho 
y Consejeros de Estado, los Magistrados de la Corte Suprema, el Procurador de la 
Nación y los Gobernadores no podrán ser elegidos miembros del Congreso sino seis 
meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones.

Tampoco podrá ser Senador o Representante ningún individuo, por Departamento 
o circunscripción electoral donde tres meses antes de las elecciones haya ejercido ju-
risdicción o autoridad civil, política o militar.
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El Presidente de la República no puede conferir empleo a los Senadores y 
Representantes durante el período de sus funciones y un año después, con excepción 
de los de Ministro del Despacho, Consejero de Estado, Gobernador, agente diplomá-
tico y jefe militar en tiempo de guerra.

La aceptación de cualquiera de estos empleos por un miembro del Congreso, pro-
duce vacante en la respectiva Cámara.

Los Senadores y Representantes no pueden hacer por sí, ni por interpuesta perso-
na, contrato alguno con la administración, ni admitir de nadie poder para gestionar 
negocios que tengan relación con el Gobierno de Colombia.

Cuando algún Senador o Representante se retire de las sesiones y fuere reempla-
zado por un suplente, corresponderán al primero los viáticos de marcha a la capital, 
y al segundo los de regreso a su domicilio.

DEL PRESIDENTE Y DEL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

El Presidente de la República será elegido por las Asambleas electorales, en un mis-
mo día, y en la forma que determine la ley, para un período de seis años.

Para ser Presidente de la República se requieren las mismas calidades que para 
ser Senador.

El Presidente de la República electo tomará posesión de su destino ante el 
Presidente del Congreso, y prestará juramento en estos términos. Juro a Dios cum-
plir fielmente la Constitución y leyes de Colombia.

Si por cualquier motivo el Presidente no pudiere tomar posesión ante el Presidente 
del Congreso, lo verificará ante el Presidente de la Corte Suprema y, en defecto de 
ésta, ante dos testigos.

Corresponde al Presidente de la República en relación con el Poder Legislativo:
1.	 Abrir y cerrar las sesiones ordinarias del Congreso;
2.	 Convocarlo a sesiones extraordinarias por graves motivos de conveniencia pú-

blica y previo dictamen del Consejo de Estado;
3.	 Presentar al Congreso al principio de cada legislatura un mensaje sobre los actos 

de la Administración;
4.	 Enviar por el mismo tiempo a la Cámara de Representantes el Presupuesto de 

rentas y gastos y la cuenta general del Presupuesto y del Tesoro;
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5.	 Dar a las Cámaras legislativas los informes que soliciten sobre negocios que no 
demanden reserva;

6.	 Prestar eficaz apoyo a las Cámaras cuando ellas lo soliciten, poniendo a su dis-
posición, si fuere necesario, la fuerza pública;

7.	 Concurrir a la formación de las leyes, presentando proyectos por medio de los 
Ministros, ejerciendo el derecho de objetar los actos legislativos, y cumpliendo 
el deber de sancionarlos, con arreglo a esta Constitución;

Corresponde al Presidente de la República, en relación con el Poder judicial:
1.	 Nombrar los Magistrados de la Corte Suprema;
2.	 Nombrar los Magistrados de los tribunales superiores, de ternas que presente la 

Corte Suprema;
3.	  Nombrar y remover los funcionarios del Ministerio;
4.	 Velar porque en toda la República se administre pronta y cumplida justicia, 

prestando a los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios nece-
sarios para hacer efectivas sus providencias;

5.	 Mandar acusar ante el tribunal competente, por medio del respectivo Agente del 
Ministerio público, o de un abogado fiscal nombrado al efecto, a los Gobernadores 
de Departamento y a cualesquiera otros funcionarios nacionales o municipales 
del orden administrativo o judicial, por infracción de la Constitución o las leyes, 
o por otros delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones;

6.	 Conmutar, previo dictamen del Consejo de Estado, la pena de muerte, por la 
inmediatamente inferior en la escala penal, y conceder indultos por delitos po-
líticos y rebajas de penas por los comunes, con arreglo a la ley que regule el 
ejercicio de esta facultad. En ningún caso los indultos ni las rebajas de pena 
podrán comprender la responsabilidad que tengan los favorecidos respecto de 
particulares, según las leyes.

No podrá ejercer esta última atribución respecto de los Ministros del Despacho, sino 
mediante petición de una de las Cámaras legislativas.

En los casos de guerra exterior, o de conmoción interior, podrá el Presidente, pre-
via audiencia del Consejo de Estado y con la firma de todos los Ministros, declarar 
turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella.
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Mediante tal declaración quedará el Presidente investido de las facultades que le 
confieran las leyes, y, en su defecto, de las que le da el Derecho de gentes, para defen-
der los derechos de la Nación o reprimir el alzamiento. Las medidas extraordinarias 
o decretos de carácter provisional legislativo que, dentro de dichos límites, dicte el 
Presidente, serán obligatorios siempre que lleven la firma de todos los Ministros.

El Gobierno declarará restablecido el orden público luego que haya cesado la per-
turbación o el peligro exterior; y pasará al Congreso una exposición motivada de 
sus providencias. Serán responsables cualesquiera autoridades por los abusos que 
hubieren cometido en el ejercicio de facultades extraordinarias.

Corresponde al Presidente de la República como suprema autoridad administrativa:
1.	 Nombrar y separar libremente los Ministros del Despacho;
2.	 Promulgar las leyes sancionadas, obedecerlas y velar por su exacto cumplimiento;
3.	 Ejercer la potestad reglamentaria expidiendo las órdenes, decretos v resolucio-

nes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes;
4.	 Nombrar y separar libremente los Gobernadores;
5.	 Nombrar dos Consejeros de Estado;

En los casos de guerra exterior, o de conmoción interior, podrá el Presidente, previa 
audiencia del Consejo de Estado y con la firma de todos los Ministros, declarar tur-
bado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella.

Mediante tal declaración quedará el Presidente investido de las facultades que le 
confieran las leyes, y, en su defecto, de las que le da el Derecho de gentes, para defen-
der los derechos de la Nación o reprimir el alzamiento. Las medidas extraordinarias 
o decretos de carácter provisional legislativo que, dentro de dichos límites, dicte el 
Presidente, serán obligatorios siempre que lleven la firma de todos los Ministros.

El Gobierno declarará restablecido el orden público luego que haya cesado la per-
turbación o el peligro exterior; y pasará al Congreso una exposición motivada de 
sus providencias. Serán responsables cualesquiera autoridades por los abusos que 
hubieren cometido en el ejercicio de facultades extraordinarias.

El Vicepresidente de la República será elegido al mismo tiempo, por los mismos 
electores y para el mismo período que el Presidente.

Para ser elegido Vicepresidente se requieren las mismas calidades que para Presidente.
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Corresponde al Vicepresidente presidir el Consejo de Estado, y ejercer las demás 
funciones que le atribuya la ley.

Si ocurriere falta absoluta del Vicepresidente, quedará vacante el puesto hasta el 
fin del período constitucional.

DE LOS MINISTROS DEL DESPACHO

El número, nomenclatura y precedencia de los distintos Ministerios o Departamentos 
administrativos, serán determinados por la ley.

La distribución de los negocios según sus afinidades, corresponde al Presidente 
de la República.

Para ser Ministro se requiere las mismas calidades que para Representante.
Los Ministros son órgano de comunicación del Gobierno con el Congreso; pre-

sentan a las Cámaras proyectos de ley, toman parte en los debates y aconsejan al 
Presidente la sanción u objeción de los actos legislativos.

Cada Ministro presentará al Congreso, dentro de los 15 días de cada Legislatura, 
un informe sobre el estado de los negocios adscritos a su Departamento, y sobre las 
reformas que la experiencia aconseje que se introduzcan.

Los Ministros, como jefes superiores de Administración, pueden ejercer en ciertos 
casos la autoridad presidencial, según lo disponga el Presidente. Bajo su propia res-
ponsabilidad anulan, reforman o suspenden las providencias de los agentes inferiores.

DEL CONSEJO DE ESTADO

El Consejo de Estado se compondrá de siete individuos, a saber: el Vicepresidente de 
la República, que lo preside, y seis vocales nombrados con arreglo a esta Constitución.

Los Ministros del Despacho tienen voz y no voto en el Consejo.
El cargo de Consejero es incompatible con cualquiera otro empleo efectivo.
Los Consejeros de Estado durarán cuatro años, y se renovarán por mitad cada dos.
Para el despacho de los negocios de su competencia se dividirá el Consejo en las 

secciones que la ley o su propio reglamento establezcan.
La ley determinará el número de suplentes que deban tener los Consejeros, y las 

reglas relativas a su nombramiento, servicio y responsabilidad.
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Son atribuciones del Consejo de Estado:
1.	 Actuar como cuerpo supremo consultivo del Gobierno, en asuntos de adminis-

tración, debiendo ser necesariamente oído en todos aquellos que determinen la 
Constitución y las leyes. Los dictámenes del Consejo no son obligatorios para el 
Gobierno, excepto cuando vote la conmutación de la pena de muerte

2.	 Preparar los proyectos de ley y Códigos que deban presentarse a las Cámaras, y 
proponer las reformas que juzgue convenientes en todos los ramos de la legislación;

3.	 Decidir, sin ulterior recurso, las cuestiones contencioso-administrativas, si la 
ley estableciere esta jurisdicción, ya deba conocer de ellas en primera y única 
instancia, o ya en grado de apelación.

En este caso el Consejo tendrá una sección de lo contencioso-administrativo con un 
Fiscal, que serán creados por la ley;
4.	 Llevar un registro formal de sus dictámenes y resoluciones, y pasar copia exacta 

de él, por conducto del Gobierno, al Congreso en los primeros quince días de se-
siones ordinarias, exceptuando lo relativo a negocios reservados, mientras haya 
necesidad de tal reserva;

5.	 Darse su propio reglamento con la obligación de tener en cada mes cuantas sesio-
nes sean necesarias para el despacho de los asuntos que son de su incumbencia;

Y las demás que le señalen las leyes.

DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público será ejercido, bajo la suprema dirección del Gobierno, por un 
Procurador general de la Nación, por los Fiscales de los Tribunales superiores de 
Distrito y por los demás funcionarios que designe la ley.

La Cámara de Representantes ejerce determinadas funciones fiscales.
Corresponde a los funcionarios del Ministerio Público defender los intereses de 

la Nación; promover la ejecución de las leyes, sentencias judiciales y disposiciones 
administrativas; supervigilar la conducta oficial de los empleados públicos; y perse-
guir los delitos y contravenciones que turben el orden social.

El período de duración del Procurador general de la Nación será de tres años.
Son funciones especiales del Procurador general de la Nación:
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1.	 Cuidar de que todos los funcionarios públicos al servicio de la Nación desempe-
ñen cumplidamente sus deberes;

2.	 Acusar ante la Corte Suprema a los funcionarios cuyo juzgamiento corresponda 
a esta Corporación;

3.	 Cuidar de que los demás funcionarios del Ministerio Público desempeñen fiel-
mente su encargo, y promover que se les exija la responsabilidad por las faltas 
que cometan;

4.	 Nombrar y remover libremente a los empleados de su inmediata dependencia;

Y las demás que le atribuya la ley.

DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

La Corte Suprema se compondrá de siete Magistrados.
El empleo de Magistrado de la Corte Suprema será vitalicio, a menos que ocurra el 

caso de destitución por mala conducta. La ley definirá los casos de mala conducta, y los 
trámites y formalidades que deban observarse para declararlos por sentencia judicial.

El Magistrado que aceptare empleo del Gobierno, dejará vacante su puesto.
El Presidente de la Corte Suprema será elegido por la misma Corte cada cuatro años.
Habrá siete suplentes que llenarán las faltas temporales de los Magistrados prin-

cipales de la Corte. Cuando ocurra falta absoluta de alguno, por muerte, renuncia 
aceptada, vacante constitucional o destitución judicial, se procederá a nuevo nom-
bramiento.

Para ser Magistrado de la Corte Suprema se requiere ser colombiano de nacimiento 
y en ejercicio de la ciudadanía, haber cumplido treinta y cinco años de edad y haber 
sido Magistrado de alguno de los tribunales superiores de Distrito o de los antiguos 
Estados, o haber ejercido con buen crédito, por cinco años a los menos, la profesión de 
abogado o el profesorado en Jurisprudencia en algún establecimiento público.

Son atribuciones de la Corte Suprema:
1.	 Conocer de los recursos de casación, conforme a las leyes;
2.	 Dirimir las competencias que se susciten entre dos o más tribunales de Distrito;
3.	 Conocer de los negocios contenciosos en que tenga parte la Nación o que cons-

tituyan litigio entre dos o más Departamentos;
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4.	 Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de actos legislativos que hayan 
sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales;

5.	 Decidir, de conformidad con las leyes, sobre la validez o nulidad de las ordenan-
zas departamentales que hubieren sido suspendidas por el Gobierno, o denun-
ciadas ante los tribunales por los interesados como lesivas de derechos civiles.

6.	 Juzgar a los altos funcionarios nacionales que hubieren sido acusados ante el 
Senado, por el tanto de culpa que corresponda, cuando haya lugar conforme al 
Artículo 97;

7.	 Conocer de las causas que por motivos de responsabilidad, por infracción de 
la Constitución o leyes, o por mal desempeño de sus funciones, se promuevan 
contra los Agentes diplomáticos y consulares de la República, los Gobernadores, 
los Magistrados de los Tribunales de Justicia, los Comandantes o Generales en 
Jefe de las fuerzas nacionales, y los Jefes superiores de las Oficinas principales de 
Hacienda de la Nación;

8.	 Conocer de todos los negocios contenciosos de los Agentes diplomáticos acre-
ditados ante el Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho 
internacional;

9.	 Conocer de las causas relativas a navegación marítima o de ríos navegables que 
bañen el territorio de la Nación.

Y las demás que le señalen las leyes.

DE LA FUERZA PÚBLICA

Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades pú-
blicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones patrias.

La ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar.
La Nación tendrá para su defensa un Ejército permanente. La ley determinará el 

sistema de reemplazos del Ejército, así como los ascensos, derechos y obligaciones de 
los militares.

Cuando no se fijare por ley expresa el pie de fuerza, subsistirá la base acordada 
por el Congreso para el precedente bienio.
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La fuerza armada no es deliberante. No podrá reunirse sino por orden de la auto-
ridad legítima; ni dirigir peticiones, sino sobre asuntos que se relacionen con el buen 
servicio y moralidad del Ejército y con arreglo a las leyes de su instituto.

Los militares no pueden ser privados de sus grados, honores y pensiones, sino en 
los casos y del modo que determine la ley.

De los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el 
mismo servicio, conocerán las Cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a 
las prescripciones del Código penal militar.

DE LAS ELECCIONES

Todos los ciudadanos eligen directamente Consejeros municipales y Diputados a las 
Asambleas departamentales.

Los ciudadanos que sepan leer y escribir o tengan una renta anual de quinientos 
pesos, o propiedad inmueble de mil quinientos, votarán para Electores y elegirán 
directamente Representantes.

Los Electores votarán para Presidente y Vicepresidente de la República.
Los Senadores serán elegidos por las Asambleas departamentales; pero en nin-

gún caso podrá recaer la elección en miembros de las mismas Asambleas que hayan 
pertenecido a éstas dentro del año en que se haga la elección.

Habrá un elector por cada mil individuos de población.
Habrá también un Elector por cada distrito cuya población no alcance a mil almas.
Las Asambleas electorales se renovarán para cada elección presidencial, y los in-

dividuos que fueren declarados miembros legítimos de tales Asambleas, no podrán 
ser separados del ejercicio de sus funciones sino por fallo judicial que determine 
pérdida o suspensión de los derechos de ciudadanía.

Para las elecciones de Representantes cada Departamento se dividirá en tantos 
distritos electorales cuantos le correspondan para que cada uno de estos elija un 
Representante.

Compete a la ley, o, a falta de esta, al Gobierno, hacer la demarcación a que se 
refiere el párrafo anterior.

Los distritos municipales cuya población exceda de cincuenta mil almas formarán 
distritos electorales y votarán por uno o más Representantes con arreglo a su población.
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Las fracciones sobrantes de población que sumadas excedan de veinticinco mil 
habitantes, añadirán un Representante a los que por cada cincuenta mil elige el 
Departamento. La ley fijará las reglas de esta elección adicional.

El sufragio se ejerce como función constitucional. El que sufraga o elige no impo-
ne obligaciones al candidato, ni confiere mandato al funcionario electo.

Habrá jueces de escrutinio, encargados de decidir, con el carácter de jueces de 
derecho, las cuestiones que se susciten de validez o nulidad de las actas, de las elec-
ciones mismas, o de determinados votos.

Estos jueces son responsables por las decisiones que dicten, y serán nombrados en 
la forma y por el tiempo que determine la ley.

La ley determinará lo demás concerniente a elecciones y escrutinios, asegurando 
la independencia de unas y otras funciones; definirá los delitos que menoscaben la 
verdad y libertad del sufragio y establecerá la competente sanción penal.

DE LA ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL

Los Departamentos para el servicio administrativo, se dividirán en Provincias, y 
éstas en distritos municipales.

Habrá en cada Departamento una Corporación administrativa denominada 
Asamblea departamental, compuesta de los Diputados que correspondan a la pobla-
ción a razón de uno por cada doce mil habitantes.

La ley podrá variar la anterior base numérica de Diputados.
Las Asambleas se reunirán ordinariamente cada dos años en la capital del 

Departamento.
Corresponde a las Asambleas dirigir y fomentar, por medio de ordenanzas y 

con los recursos propios del Departamento, la instrucción primaria y la beneficen-
cia, las industrias establecidas y la introducción de otras nuevas, la inmigración, 
la importación de capitales extranjeros, la colonización de tierras pertenecientes al 
Departamento, la apertura de caminos y de canales navegables, la construcción de 
vías férreas, la explotación de bosques de propiedad del Departamento, la canaliza-
ción de ríos, lo relativo a la policía local, la fiscalización de las rentas y gastos de los 
distritos, y cuanto se refiera a los intereses seccionales y al adelantamiento interno.
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Ces competencia de las Asambleas departamentales crear y suprimir Municipios, 
con arreglo a la base de población que determine la ley, y segregar y agregar términos 
municipales consultando los intereses locales. Si de un acto de agregación o segre-
gación se quejare algún vecindario interesado en el asunto, la resolución definitiva 
corresponde al Congreso.

Las Asambleas departamentales, además de sus atribuciones propias, podrán 
ejercer otras funciones por autorización del Congreso.

Los bienes, derechos, valores y acciones que por leyes, o por decretos del Gobierno 
nacional, o por cualquier otro título pertenecieron a los extinguidos Estados sobera-
nos, se adjudican a los respectivos Departamentos y les pertenecerán mientras éstos 
tengan existencia legal.

DE LA HACIENDA

Pertenecen a la República de Colombia.
1.	 Los bienes, rentas, fincas, valores, derechos y acciones que pertenecían a la 

Unión Colombiana en 15 de abril de 1886;
2.	 Los baldíos, minas y salinas que pertenecían a los Estados, cuyo dominio reco-

bra la Nación, sin perjuicio de los derechos constituidos a favor de terceros por 
dichos Estados, o a favor de éstos por la Nación a título de indemnización;

3.	  Las minas de oro, de plata, de platino y de piedras preciosas que existan en el 
territorio nacional, sin perjuicio de los derechos que por leyes anteriores hayan 
adquirido los descubridores y explotadores sobre algunas de ellas.

Son de cargo de la República las deudas exterior e interior, reconocidas ya, o que en 
lo sucesivo se reconozcan, y los gastos del servicio público nacional.

La ley determinará el orden y modo de satisfacer estas obligaciones.
Ninguna contribución indirecta ni aumento de impuestos de esta clase, empezará 

a cobrarse sino seis meses después de promulgada la ley que establezca la contribu-
ción o el aumento.

Ninguna variación en la tarifa de aduana comenzará a ser ejecutada sino noventa 
días después de sancionada la ley que la establezca; y toda alza o baja en los derechos 
de importación se verificará por décimas partes en los diez meses subsiguientes. Esta 
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disposición y la del anterior Artículo, no limitan las facultades extraordinarias del 
Gobierno cuando de ellas esté revestido.

Cada Ministerio formará cada dos años el presupuesto de gastos de su servicio, y 
lo pasará al del Tesoro, por el cual será redactado el general de la Nación, y sometido 
a la aprobación del Congreso, junto con el de rentas en que se propondrán los medios 
necesarios para cubrir las obligaciones.

Cuando el Congreso no vote ley de Presupuesto para el correspondiente bienio 
económico, continuará vigente el Presupuesto del bienio anterior.

No podrá hacerse ningún gasto público que no haya sido decretado por el 
Congreso, por las Asambleas departamentales, o las Municipalidades; ni transferirse 
ningún crédito a un objeto no previsto en el respectivo Presupuesto.

Cuando haya necesidad de hacer un gasto imprescindible, a juicio del Gobierno, 
estando en receso las Cámaras, y no habiendo partida votada o siendo ésta insuficien-
te, podrá abrirse al respectivo Ministerio un crédito suplemental o extraordinario.

Estos créditos se abrirán por el Consejo de Ministros, instruyendo para ello ex-
pediente y previo dictamen del Consejo de Estado.

Corresponde al Congreso legalizar estos créditos.
El Gobierno puede solicitar del Congreso créditos adicionales al Presupuesto de 

Gastos.

DE LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

La Constitución podrá ser reformada por un acto legislativo, discutido primeramen-
te y aprobado en tres debates por el Congreso en la forma ordinaria, transmitido 
por el Gobierno, para su examen definitivo, a la Legislatura subsiguiente, y por ésta 
nuevamente debatido, y últimamente aprobado por dos tercios de los votos en ambas 
Cámaras.
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